
EL DERECHO
D I A R I O    D E    J U R I S P R U D E N C I A

En el asunto C-154/08, que tiene
por objeto un recurso por incumpli-
miento interpuesto, con arreglo al
artículo 226 CE, el 15 de abril de
2008, Comisión de las Comunida-
des Europeas, representada por la
Sra. M. Afonso y el Sr. F. Jimeno
Fernández, en calidad de agentes,
que designa domicilio en Luxem-
burgo, parte demandante, contra
Reino de España, representado por
el Sr. J.M. Rodríguez Cárcamo, en
calidad de agente, que designa do-
micilio en Luxemburgo, parte de-
mandada, EL TRIBUNAL DE JUS-
TICIA (Sala Tercera), integrado por
el Sr. J.N. Cunha Rodrigues, Presi-
dente de la Sala Segunda, en funcio-
nes de Presidente de la Sala Tercera,
y los Sres. A. Rosas, U. Lõhmus, A.

Ó Caoimh (Ponente) y A. Arabad-
jiev, Jueces; Abogado General: Sra.
E. Sharpston; Secretaria: Sra. Ramo-
na Seres, administradora; habiendo
considerado los escritos obrantes en
autos y celebrada la vista el 24 de ju-
nio de 2009; vista la decisión adop-
tada por el Tribunal de Justicia, oído
el Abogado General, de que el asun-
to sea juzgado sin conclusiones; dic-
ta la siguiente

Sentencia

1. Mediante su recurso, la Comi-
sión de las Comunidades Europeas
solicita al Tribunal de Justicia que
declare que el Reino de España ha
incumplido las obligaciones que le
incumben en virtud de los artículos 2

y 4, apartados 1 y 2, de la Directiva
77/388/CEE del Consejo, de 17 de
mayo de 1977, Sexta Directiva en
materia de armonización de las le-
gislaciones de los Estados miembros
relativas a los impuestos sobre el vo-
lumen de negocios - Sistema común
del impuesto sobre el valor añadido:
base imponible uniforme (DO L
145, p. 1; EE 09/01, p. 54; en lo su-
cesivo, “Sexta Directiva”), al consi-
derar que los servicios prestados a
una Comunidad Autónoma por los
Registradores de la Propiedad, en su
condición de liquidadores titulares
de una Oficina Liquidadora de Dis-
trito Hipotecario (en lo sucesivo,
“oficina liquidadora”), no están suje-
tos al impuesto sobre el valor añadi-
do (en lo sucesivo, “IVA”).

Marco jurídico

Normativa comunitaria

Sexta Directiva

2. El artículo 2 de la Sexta Directi-
va está redactado como sigue:

“Estarán sujetas al (IVA):

1. Las entregas de bienes y presta-
ciones de servicios realizadas a títu-
lo oneroso en el interior del país por
un sujeto pasivo que actúe como tal.

2. Las importaciones de bienes.”

3. Las Islas Canarias, en virtud del
artículo 3, apartados 2 y 3, de la
Sexta Directiva, están excluidas del
ámbito de aplicación de ésta.

4. A tenor del artículo 4 de la Sex-
ta Directiva:

“1. Serán considerados como suje-
tos pasivos quienes realicen con ca-
rácter independiente, y cualquiera
que sea el lugar de realización, algu-
na de las actividades económicas
mencionadas en el apartado 2, cua-
lesquiera que sean los fines o los re-
sultados de esa actividad.

2. Las actividades económicas a
que se alude en el apartado 1 son to-
das las de fabricación, comercio o
prestación de servicios, incluidas las
actividades extractivas, las agrícolas
y el ejercicio de profesiones libera-
les o asimiladas. En especial será
considerada como actividad econó-
mica la operación que implique la
explotación de un bien (corporal o)
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incorporal con el fin de obtener in-
gresos continuados en el tiempo.

(…)

4. El término “con carácter inde-
pendiente”, que se utiliza en el apar-
tado 1, excluye del gravamen a los
asalariados y a otras personas en la
medida en que estén vinculadas a su
empresario por un contrato de traba-
jo o por cualquier otra relación jurí-
dica que cree lazos de subordinación
en lo que concierne a las condiciones
laborales y retributivas y a la respon-
sabilidad del empresario.

(…)

5. Los Estados, las regiones, las
provincias, los municipios y los de-
más organismos de Derecho público
no tendrán la condición de sujetos
pasivos en cuanto a las actividades u
operaciones que desarrollen en el
ejercicio de sus funciones públicas,
ni siquiera en el caso de que con mo-
tivo de tales actividades u operacio-
nes perciban derechos, rentas, coti-
zaciones o retribuciones.

No obstante, cuando efectúen tales
actividades u operaciones deberán
ser considerados como sujetos pasi-
vos en cuanto a dichas actividades u
operaciones, en la medida en que el
hecho de no considerarlos sujetos
pasivos lleve a distorsiones graves
de la competencia.

(…)”

5. El artículo 6, apartado 1, de la
Sexta Directiva define la prestación
de servicios como todas las opera-
ciones que no tengan la considera-
ción de entrega de bienes con arreglo
a lo dispuesto en su artículo 5. Tales
operaciones pueden consistir, entre
otras, en la realización de un servicio
en virtud de requerimiento coactivo
de la autoridad pública o en su nom-
bre o en los términos previstos por la
Ley.

Reglamento (CEE, Euratom) nº
1553/89

6. De conformidad con el artículo
2, apartado 1, del Reglamento (CEE,
Euratom) nº 1553/89 del Consejo, de
29 de mayo de 1989, relativo al régi-
men uniforme definitivo de recauda-
ción de los recursos propios proce-
dentes del impuesto sobre el valor
añadido (DO L 155, p. 9):

“La base de los recursos IVA se
determinará a partir de las operacio-
nes imponibles contempladas en el
artículo 2 de la (Sexta) Directiva
(…), salvo las operaciones exentas

con arreglo a los artículos 13 a 16 de
dicha Directiva.”

Reglamento (CE, Euratom) nº
1150/2000

7. El artículo 9, apartado 1, del
Reglamento (CE, Euratom) nº
1150/2000 del Consejo, de 22 de
mayo de 2000, por el que se aplica la
Decisión 94/728/CE, Euratom relati-
va al sistema de recursos propios de
las Comunidades (DO L 130, p. 1),
en su versión modificada por el Re-
glamento (CE, Euratom) nº
2028/2004 del Consejo, de 16 de no-
viembre de 2004 (DO L 352, p. 1)
(en lo sucesivo, “Reglamento nº
1150/2000”), está redactado como
sigue:

“Con arreglo a las modalidades
que se definen en el artículo 10, cada
Estado miembro consignará los re-
cursos propios en el haber de la
cuenta abierta a dicho efecto a nom-
bre de la Comisión en su Tesoro Pú-
blico o en el organismo que haya de-
signado.

(…)”

8. El artículo 11, apartados 1 y 2,
del Reglamento nº 1150/2000 dispo-
ne:

“1. Todo retraso en las consigna-
ciones en la cuenta mencionada en el
apartado 1 del artículo 9 dará lugar
al pago de intereses de demora por el
Estado miembro correspondiente.

2. Para los Estados miembros de la
Unión Económica y Monetaria, el
tipo de interés será igual al tipo del
primer día del mes del vencimiento,
aplicado por el Banco Central Euro-
peo a sus operaciones de refinancia-
ción, publicado en el Diario Oficial
de la Unión Europea, serie C, incre-
mentado en 2 puntos.

Este tipo se aumentará en 0,25
puntos por mes de retraso y será
aplicable a todo el período de retra-
so.”

Marco normativo y judicial nacio-
nal

Constitución Española

9. Los artículos 156 y 157 de la
Constitución Española de 1978 están
redactados en los siguientes térmi-
nos:

“Artículo 156.

1. Las Comunidades Autónomas
gozarán de autonomía financiera
para el desarrollo y ejecución de sus

competencias con arreglo a los prin-
cipios de coordinación con la Ha-
cienda estatal y de solidaridad entre
todos los españoles.

2. Las Comunidades Autónomas
podrán actuar como delegados o co-
laboradores del Estado para la recau-
dación, la gestión y la liquidación de
los recursos tributarios de aquél, de
acuerdo con las leyes y los Estatutos.

Artículo 157.

1. Los recursos de las Comunida-
des Autónomas estarán constituidos
por:

a) Impuestos cedidos total o par-
cialmente por el Estado; recargos so-
bre impuestos estatales y otras parti-
cipaciones en los ingresos del
Estado.

b) Sus propios impuestos, tasas y
contribuciones especiales.

(…)

3. Mediante ley orgánica podrá re-
gularse el ejercicio de las competen-
cias financieras enumeradas en el
precedente apartado 1, las normas
para resolver los conflictos que pu-
dieran surgir y las posibles formas
de colaboración financiera entre las
Comunidades Autónomas y el Esta-
do.”

Ley Orgánica 8/1980

10. La Ley Orgánica 8/1980, de 22
de septiembre, de Financiación de
las Comunidades Autónomas (BOE
nº 236, de 1 de octubre de 1980, p.
21796; en lo sucesivo, “LOFCA”),
desarrolla el artículo 157 de la Cons-
titución Española.

11. El artículo 10 de la LOFCA
define los tributos cedidos como “los
establecidos y regulados por el Esta-
do, cuyo producto corresponda a la
Comunidad Autónoma”.

12. El artículo 19 de la LOFCA,
en su versión modificada por la Ley
Orgánica 7/2001, de 27 de diciembre
(BOE nº 313, de 31 de diciembre de
2001, p. 50377), prevé que cada Co-
munidad Autónoma podrá asumir
determinadas competencias normati-
vas en relación con los distintos tri-
butos. En cuanto a las competencias
normativas en materia de gestión, li-
quidación, recaudación, inspección y
revisión de los tributos cedidos, esta
disposición establece que la Comu-
nidad Autónoma podrá asumir estas
competencias por delegación del Es-
tado, sin perjuicio de la colaboración
que pueda establecerse entre ambas

Administraciones, todo ello de
acuerdo con lo especificado en la
Ley que fije el alcance y condiciones
de la cesión. La gestión, liquidación,
recaudación, inspección y revisión,
en su caso, de los demás tributos del
Estado recaudados en cada Comuni-
dad Autónoma corresponderá a la
Administración tributaria del Estado,
sin perjuicio de la delegación que
aquélla pueda recibir de ésta y de la
colaboración que pueda establecerse,
especialmente cuando así lo exija la
naturaleza del tributo.

13. El artículo 19, apartado 2, de
la LOFCA, en su versión modifica-
da, prevé que las competencias que
se atribuyan a las Comunidades Au-
tónomas en relación con los tributos
cedidos pasarán a ser ejercidas por el
Estado cuando resulte necesario para
dar cumplimiento a la normativa so-
bre armonización fiscal de la Unión
Europea.

Ley 29/1987

14. El artículo 34 de la Ley
29/1987, de 18 de diciembre, del Im-
puesto sobre Sucesiones y Donacio-
nes (BOE nº 303, de 19 de diciembre
de 1987, p. 37402), en su versión
modificada por la Ley 4/2008, de 23
de diciembre (BOE nº 310, de 25 de
diciembre de 2008, p. 51998), esta-
blece que cuando la Comunidad Au-
tónoma no hubiese regulado los as-
pectos relativos a la gestión y
liquidación de este impuesto, se apli-
carán las normas establecidas en la
Ley estatal. Asimismo, este artículo
prevé que la competencia para esta-
blecer como obligatorio el régimen
de autoliquidación del impuesto, as-
pecto esencial de la regulación de su
gestión, corresponde en todo caso al
Estado, que introducirá en la Ley del
impuesto las Comunidades Autóno-
mas en las que se haya establecido
dicho régimen.

Ley 21/2001

15. La Ley 21/2001, de 27 de di-
ciembre, por la que se regulan las
medidas fiscales y administrativas
del nuevo sistema de financiación de
las Comunidades Autónomas de ré-
gimen común y Ciudades con Esta-
tuto de Autonomía (BOE nº 313, de
31 de diciembre de 2001, p. 50383),
es la ley ordinaria que desarrolla las
disposiciones de la LOFCA.

16. El artículo 46, apartado 1, de
la Ley 21/2001, titulado “Delegación
de competencias”, tiene el siguiente
tenor:

“1. La Comunidad Autónoma se
hará cargo, por delegación del Esta-
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do y en los términos previstos en
esta sección, de la gestión, liquida-
ción, recaudación e inspección, así
como de la revisión de los actos dic-
tados en vía de gestión de los si-
guientes tributos: (en particular)

- Impuesto sobre Sucesiones y Do-
naciones.

- Impuesto sobre Transmisiones
Patrimoniales y Actos Jurídicos Do-
cumentados.”

17. La manera de ejercer dichas
competencias en materia de liquida-
ción y de recaudación se detalla en
los artículos 47 y 48, respectivamen-
te, de la Ley 21/2001.

18. El artículo 49 de dicha Ley
reza como sigue:

“1. Las Comunidades Autónomas
podrán organizar libremente sus ser-
vicios para la recaudación de los tri-
butos cedidos a que se refiere el artí-
culo (48).

2. La gestión recaudatoria que rea-
licen los servicios a que se refiere el
apartado anterior se ajustará a lo dis-
puesto en la normativa del Estado,
asumiendo los órganos correspon-
dientes de las Comunidades Autóno-
mas las potestades atribuidas en la
citada normativa del Estado.

3. La recaudación de las deudas
tributarias correspondientes a los tri-
butos cedidos a que se refiere el artí-
culo anterior podrá realizarse direc-
tamente por las Comunidades
Autónomas o bien mediante concier-
to con cualquier otra Administración
pública.

De la misma manera, cualquier
otra Administración Pública podrá
concertar con la Comunidad Autóno-
ma competente por razón del territo-
rio, la recaudación del rendimiento
de sus tributos en dicho territorio, a
través de los servicios que establezca
al amparo del apartado 1 de este artí-
culo.”

19. Por lo que respecta a la delega-
ción de competencias en materia de
inspección, el artículo 50, apartado
1, de la Ley 21/2001 dispone:

“Respecto de los Impuestos (...)
sobre Sucesiones y Donaciones, so-
bre Transmisiones Patrimoniales y
Actos Jurídicos Documentados, (…)
corresponden a las Comunidades
Autónomas las funciones previstas
en el artículo 140 de la Ley General
Tributaria, aplicando las normas le-
gales y reglamentarias que regulen
las actuaciones inspectoras del Esta-
do en materia tributaria y siguiendo
los planes de actuación inspectora,
que habrán de ser elaborados conjun-
tamente por ambas Administracio-
nes, y de cuya ejecución darán cuen-
ta anualmente las Comunidades
Autónomas al Ministerio de Hacien-
da y al Congreso y al Senado.”

20. Según el artículo 51 de la Ley
21/2001:

“1. En relación con la revisión de
los actos en vía administrativa, rela-
tivos a los Impuestos (…) sobre Su-
cesiones y Donaciones, sobre Trans-
misiones Patrimoniales y Actos
Jurídicos Documentados, (…) las
Comunidades Autónomas serán
competentes para:

a) Resolver los recursos de reposi-
ción.

b) Declarar la nulidad de pleno de-
recho, previo dictamen del Consejo
de Estado u órgano consultivo equi-
valente de la Comunidad Autónoma.

(…)

d) Declarar la lesividad de sus pro-
pios actos declarativos de derechos e
impugnarlos en vía contencioso-ad-
ministrativa (…).

2. Las Comunidades Autónomas
gozarán de legitimación para recu-
rrir:

a) Ante los Tribunales Económi-
co-Administrativos los actos de ges-
tión tributaria propios.

b) En alzada ordinaria, las resolu-
ciones de los Tribunales Económico-
Administrativos Regionales.

c) Ante los Tribunales Contencio-
so-Administrativos, las resoluciones
de los Tribunales Económico-Admi-
nistrativos.

(…)”

Ley General Tributaria

21. De las disposiciones de la Ley
58/2003, de 17 de diciembre, Gene-
ral Tributaria (BOE nº 302, de 18 de
diciembre de 2003, p. 44987), se
desprende que las actuaciones de la
Administración tributaria pueden
consistir en la aplicación de los tri-
butos, la imposición de sanciones y
la revisión en vía administrativa.

22. El artículo 5 de la Ley General
Tributaria está redactado como si-
gue:

“1. A los efectos de esta Ley, la
Administración tributaria estará inte-
grada por los órganos y entidades de
derecho público que desarrollen las
funciones reguladas en sus títulos
III, IV y V (relativos, respectivamen-
te, a la aplicación de los tributos, a la
potestad sancionadora y a la revisión
en vía administrativa).

2. En el ámbito de competencias
del Estado, la aplicación de los tribu-
tos y el ejercicio de la potestad san-
cionadora corresponde al Ministerio
de Hacienda, en tanto no haya sido
expresamente encomendada por Ley
a otro órgano o entidad de derecho
público.

En los términos previstos en su
Ley de creación, dichas compe-
tencias corresponden a la Agencia
Estatal de Administración Tribu-
taria.

3. Las comunidades autónomas y
las entidades locales ejercerán las
competencias relativas a la aplica-
ción de los tributos y a la potestad
sancionadora con el alcance y en los
términos previstos en la normativa
que resulte aplicable según su siste-
ma de fuentes.

4. El Estado y las comunidades
autónomas podrán suscribir acuerdos
de colaboración para la aplicación de
los tributos.

(…)”

23. En virtud del artículo 83, apar-
tado 4, de la Ley General Tributaria,
corresponde a cada Administración
tributaria determinar su estructura
administrativa para el ejercicio de la
aplicación de los tributos.

Ley Hipotecaria

24. El artículo 274 de la Ley Hipo-
tecaria, cuyo texto refundido fue
aprobado por Decreto de 8 de febre-
ro de 1946 (BOE nº 58, de 27 de fe-
brero de 1946, p. 1518), y por De-
creto de 14 de febrero de 1947, por
el que se aprueba el Reglamento Hi-
potecario, establece que los Registra-
dores de la Propiedad ejercen las
funciones públicas que se les enco-
miendan y tienen el carácter de fun-
cionarios públicos para todos los
efectos legales.

25. Los Registradores de la Pro-
piedad no perciben sueldo alguno
sino, de conformidad con el artículo
294 de la Ley Hipotecaria, los hono-
rarios que se establezcan en su Aran-
cel, que son abonados, no por el Es-
tado, sino por la persona que solicita
sus servicios.

26. En virtud de dicho artículo, los
Registradores de la Propiedad coste-
arán los gastos necesarios para el
funcionamiento y conservación de
los Registros.

27. De conformidad con el artículo
558 del Reglamento Hipotecario, el
Registrador de la Propiedad dispon-
drá de empleados que desempeñarán
los trabajos que les encomiende,
bajo la exclusiva responsabilidad de
aquél y siempre bajo el régimen jurí-
dico de relación laboral.

28. El artículo 559 de dicho Regla-
mento establece que la relación del
Registrador de la Propiedad con sus
empleados se regirá por las normas
contenidas en el convenio colectivo
del personal auxiliar de los Registra-
dores y, en su defecto o en lo no pre-
visto en él, por la legislación laboral
aplicable con carácter general.

Sentencia de la Audiencia Nacio-
nal de 8 de marzo de 1999

29. En algunas Comunidades Au-
tónomas, los Registradores de la
Propiedad, en su condición de liqui-
dadores titulares de las oficinas li-
quidadoras (en lo sucesivo, “registra-
dores-liquidadores”), prestan a las
Comunidades Autónomas servicios

consistentes en la liquidación y re-
caudación de los impuestos sobre su-
cesiones y sobre transmisiones patri-
moniales. En una sentencia de 8 de
marzo de 1999, la Audiencia Nacio-
nal declaró que los registradores-li-
quidadores deben ser considerados
profesionales autónomos y que los
servicios que presten, en dicha con-
dición, a las Comunidades Autóno-
mas están sujetos al IVA.

Sentencia del Tribunal Superior de
Justicia de Castilla-León de 8 de di-
ciembre de 2001

30. En una sentencia de 8 de no-
viembre de 2001, el Tribunal Supe-
rior de Justicia de Castilla-León de-
claró que los servicios prestados por
los registradores-liquidadores, con-
sistentes en la liquidación y recauda-
ción de los impuestos sobre sucesio-
nes y sobre transmisiones
patrimoniales, no están sujetos al
IVA.

Sentencia del Tribunal Supremo
de 12 de julio de 2003

31. La Administración General del
Estado interpuso recurso de casación
en interés de la Ley contra dicha sen-
tencia del Tribunal Superior de Justi-
cia de Castilla-León, de conformidad
con el artículo 100 de la Ley
29/1998, de 13 de julio, reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa (BOE nº 167, de 14 de
julio de 1998, p. 23516). De los au-
tos se desprende que tal recurso de
casación en interés de la Ley tiene
por objeto revisar la interpretación
efectuada por un órgano jurisdiccio-
nal inferior relativa al Derecho esta-
tal y fijar la doctrina legal del Tribu-
nal Supremo. De este modo,
conforme a la citada disposición de
la Ley 29/1998, el Abogado del Es-
tado sostuvo ante dicho órgano juris-
diccional que los servicios prestados
por los registradores-liquidadores
deben estar sujetos al IVA.

32. El Tribunal Supremo, en su
sentencia de 12 de julio de 2003 (en
lo sucesivo, “sentencia del Tribunal
Supremo”), confirmó la interpreta-
ción del Tribunal Superior de Justi-
cia de Castilla-León e hizo suyo el
razonamiento de éste. Así, estimó
que los registradores-liquidadores
son meros funcionarios y forman
parte de la Administración pública.
Las decisiones de los registradores-
liquidadores pueden ser impugnadas
en vía administrativa y, en ese caso,
la Comunidad Autónoma de que se
trate es siempre parte en el litigio.
Además, la prima de recaudación
que percibe el registrador-liquidador
únicamente constituye una indemni-
zación para costear los gastos reali-
zados por la oficina liquidadora du-
rante la liquidación y la recaudación
de los impuestos y no una retribu-
ción de los servicios prestados. Las
oficinas liquidadoras actúan como
órganos propios de la Administra-
ción autonómica sin que la coexis-
tencia de las funciones liquidadoras
y registrales en la persona del Regis-
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trador de la Propiedad baste para
convertir en independiente la fun-
ción liquidadora de éste.

33. Habida cuenta de estas consi-
deraciones, el Tribunal Supremo,
que distinguió expresamente los ser-
vicios prestados por los registrado-
res-liquidadores de los prestados por
los Recaudadores de Zona a que se
hace referencia en la sentencia de 25
de julio de 1991, Ayuntamiento de
Sevilla (C-202/90, Rec. p. I-4247),
consideró, por lo tanto, que se trata
de la prestación de un servicio de la
Comunidad Autónoma a través de
una oficina administrativa vinculada
a ésta y, en consecuencia, no sujeta
al IVA.

34. El Tribunal Supremo, contra
cuyas resoluciones en materia de
IVA no cabe recurso alguno, no
planteó una cuestión prejudicial con
arreglo al artículo 234 CE relativa a
la interpretación de la Sexta Directi-
va y su aplicación a las actividades
de los registradores-liquidadores.

Procedimiento administrativo pre-
vio

35. Al estimar que los servicios
prestados a las Comunidades Autó-
nomas por los registradores-liquida-
dores deben estar sujetos al IVA, la
Comisión remitió al Reino de Espa-
ña un escrito de requerimiento el 18
de octubre de 2004.

36. En dicho escrito, la Comisión
hacía referencia a la sentencia del
Tribunal Supremo y observaba que,
como consecuencia de la citada sen-
tencia, la Administración española
había modificado su práctica relativa
a la sujeción al IVA de las activida-
des de los registradores-liquidadores,
cambio que se desprendía claramen-
te, según la Comisión, de una resolu-
ción de la Dirección General de Tri-
butos de 14 de noviembre de 2003 y
de una de sentencia de la Audiencia
Nacional de 23 de octubre de 2003,
que modificaba su criterio anterior
sobre esta cuestión a la luz de la sen-
tencia del Tribunal Supremo.

37. El 27 de diciembre de 2004, el
Reino de España envió una respuesta
en la que manifestaba su desacuerdo
con la postura de la Comisión.

38. En particular, alegó que los
Registradores de la Propiedad pre-
sentan un doble carácter, como pro-
fesionales, por un lado (por lo que
respecta a los servicios prestados en
el ámbito de la gestión del Registro
de la Propiedad), y como funciona-
rios, por otro (respecto de las funcio-
nes que desempeñan en el ámbito de
los impuestos sobre sucesiones y so-
bre transmisiones patrimoniales).

39. Según dicho Estado miembro,
cuando el registrador-liquidador de-
sempeña funciones liquidadoras y
recaudatorias, está obligado a seguir
las instrucciones que le da la Comu-
nidad Autónoma, lo que demuestra
la existencia de una relación de de-

pendencia. Además, los actos del re-
gistrador-liquidador pueden someter-
se a la jurisdicción contencioso-ad-
ministrativa como los de cualquier
otro órgano administrativo y la pri-
ma de recaudación que percibe el re-
gistrador-liquidador sólo es una
mera compensación por los gastos en
que ha incurrido, y no una verdadera
retribución.

40. Habida cuenta de la respuesta
dada por el Reino de España, los
Servicios de la Comisión, mediante
escrito de 21 de junio de 2005, le so-
licitaron información complementa-
ria sobre los criterios aplicados para
calcular la “compensación” por los
gastos en que incurren los registra-
dores-liquidadores, el régimen jurí-
dico aplicado por éstos al personal
empleado en el desempeño de sus
funciones y las normas promulgadas
por las Comunidades Autónomas por
las que se encomienda a los Regis-
tradores la función de liquidadores
titulares de las oficinas liquidadoras.

41. El 7 de febrero de 2006, el Rei-
no de España envió un escrito en res-
puesta a esta solicitud de información.
El 17 de febrero tuvo lugar una reu-
nión entre los servicios de la Comi-
sión y los representantes de dicho Es-
tado miembro. El 2 de mayo y el 20
de noviembre de 2006, el referido Es-
tado remitió escritos complementarios
en respuesta al escrito de la Comisión
de 21 de junio de 2005. En estos escri-
tos, el Reino de España recordó que
las oficinas liquidadoras son órganos
administrativos que dependen de las
Comunidades Autónomas.

42. Al considerar que de la docu-
mentación aportada y de la informa-
ción intercambiada se desprendía
que el Reino de España incumplía
las obligaciones que le incumbían en
virtud de la normativa comunitaria
en materia de IVA, la Comisión re-
mitió el 15 de diciembre de 2006 un
dictamen motivado al Reino de Es-
paña, concediéndole un plazo de dos
meses para ajustarse al mismo. En
dicho dictamen, la Comisión reiteró
la postura ya expresada en el escrito
de requerimiento, a saber, que la
sentencia del Tribunal Supremo dio
lugar a un cambio en España en lo
referente a la sujeción al IVA de las
actividades de los registradores-li-
quidadores.

43. En su respuesta de 15 de mar-
zo de 2007, es decir, un mes después
de la expiración del plazo fijado en
el dictamen motivado, el Reino de
España reiteró los argumentos ex-
puestos en sus comunicaciones ante-
riores. Asimismo, alegó, por lo que
se refiere a la sentencia del Tribunal
Supremo, que las autoridades judi-
ciales españolas consideraron que no
era necesaria una petición de deci-
sión prejudicial toda vez que cono-
cían los criterios pertinentes deriva-
dos de la jurisprudencia del Tribunal
de Justicia relativos al tema de la su-
jeción o no al IVA de servicios como
los controvertidos en el presente
asunto.

Sobre la admisibilidad del recurso

44. En el procedimiento ante el
Tribunal de Justicia y, en particular,
en la vista, el Reino de España plan-
teó cuestiones relativas a la admisi-
bilidad del recurso de la Comisión
en la medida en que carece de preci-
sión por lo que respecta al territorio
de las Islas Canarias, en que en los
fundamentos de Derecho del recurso
se plantea una infracción de la nor-
mativa relativa al sistema de recur-
sos propios de las Comunidades y en
que cabe entender que dicho recurso
se extiende a una infracción del artí-
culo 234 CE, puesto que el Tribunal
Supremo no presentó una cuestión
prejudicial al Tribunal de Justicia en
el marco de un recurso de casación
en interés de la Ley.

45. En primer lugar, por lo que
respecta a la excepción de inadmisi-
bilidad relativa a la falta de precisión
en cuanto al alcance de una supuesta
infracción de la Sexta Directiva, el
Reino de España recuerda que la
Sexta Directiva no se aplica a las Is-
las Canarias en virtud de lo dispues-
to en el artículo 3, apartado 3, de di-
cha Directiva.

46. El Reino de España estima que
la demanda de la Comisión puede
generar dudas al no exceptuar a las
Islas Canarias de la aplicación de la
Sexta Directiva y, por lo tanto, de
una posible infracción de ésta por el
Reino de España. Esto puede supo-
ner una condena del Reino de Espa-
ña y, en consecuencia, afectar a las
retribuciones actualmente pagadas a
las oficinas liquidadoras situadas en
las Islas Canarias.

47. En su opinión, incumbe a la
Comisión, en el marco de un recurso
por incumplimiento, señalar las im-
putaciones concretas formuladas en
contra de los Estados miembros.
Considera que, en el presente caso,
esta falta de claridad debe dar lugar a
la inadmisibilidad de la demanda.

48. En la vista, el Reino de España
solicitó que se precisara que las ofi-
cinas liquidadoras situadas en las Is-
las Canarias quedaban excluidas de
toda declaración de incumplimiento
de la Sexta Directiva pronunciada
eventualmente por el Tribunal de
Justicia.

49. La Comisión reconoce que las
Islas Canarias quedan fuera del ám-
bito de aplicación territorial del sis-
tema común del IVA. No obstante,
considera que resulta claramente de
la demanda que el supuesto incum-
plimiento reside en la violación de
obligaciones impuestas por la Sexta
Directiva, de modo que la sentencia
del Tribunal de Justicia afectará úni-
camente a las situaciones y territo-
rios comprendidos en dicha norma.
Esto no implica, sin embargo, que
deba ser reformulado el suplico de la
demanda con el fin de excluir expre-
samente las retribuciones pagadas a
las oficinas liquidadoras situadas en
las Islas Canarias.

50. A este respecto, es preciso se-
ñalar que no se discute que el territo-
rio de las Islas Canarias queda fuera
del ámbito de aplicación del sistema
común del IVA, de conformidad con
el artículo 4, apartado 1, del Regla-
mento (CEE) nº 1911/91 del Conse-
jo, de 26 de junio de 1991, relativo a
la aplicación de las disposiciones del
Derecho comunitario en las islas Ca-
narias (DO L 171, p. 1) (véase el
auto de 16 de abril de 2008, Club
Náutico de Gran Canaria, C-186/07,
apartado 18).

51. Sin embargo, de lo anterior no
se desprende que deba declararse,
por dicha razón, la inadmisibilidad
del recurso de la Comisión, que se
refiere, de manera general, a la in-
fracción por el Reino de España de
determinadas disposiciones de la
Sexta Directiva.

52. Como alegó la Comisión, del
objeto de su recurso se deduce clara-
mente que éste se refiere al incum-
plimiento por el Reino de España de
las obligaciones que se derivan de la
Sexta Directiva, obligaciones que in-
cumben a dicho Estado miembro res-
pecto de los territorios y Comunida-
des Autónomas comprendidos en el
ámbito de aplicación ratione loci de
dicha Directiva.

53. En estas circunstancias, la Co-
misión no estaba obligada a precisar
en su recurso que éste no se refería a
las Islas Canarias ni, por otra parte, a
otros territorios españoles no com-
prendidos en el ámbito de aplicación
de la Sexta Directiva, puesto que tal
limitación resulta implícita pero cla-
ramente del objeto de su demanda.

54. Procede concluir que debe de-
sestimarse la excepción de inadmisi-
bilidad basada en una falta de preci-
sión respecto de la situación de las
Islas Canarias.

55. En segundo lugar, por lo que
se refiere a la excepción de inadmisi-
bilidad relativa a la imputación basa-
da en una infracción de la normativa
sobre el sistema de recursos propios
de las Comunidades, los motivos de
la demanda presentada por la Comi-
sión se refieren no sólo a una infrac-
ción de los artículos 2 y 4, apartados
1 y 2, de la Sexta Directiva, sino
también a una infracción de la nor-
mativa sobre el sistema de recursos
propios de las Comunidades. En el
apartado 105 de su demanda, la Co-
misión señaló que “el Reino de Es-
paña también infringió, en igual me-
dida”, dicha normativa.

56. Sobre este particular, la Co-
misión recordó que, en virtud del
artículo 1 del Reglamento nº
1553/89, los recursos propios proce-
dentes del IVA resultan de la aplica-
ción de un porcentaje uniforme a la
base determinada con arreglo al artí-
culo 2, apartado 1, de dicho Regla-
mento, a partir de las operaciones su-
jetas a imposición contempladas en
el artículo 2 de la Sexta Directiva.
En la medida en que los importes
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abonados por las Comunidades Au-
tónomas a los Registradores de la
Propiedad como contraprestación
por los servicios prestados por éstos
como registradores-liquidadores no
se consideraron sujetos al IVA, tam-
poco se tuvieron en cuenta las canti-
dades correspondientes a la hora de
determinar la base de los recursos
propios procedentes del IVA, de
modo que, según la Comisión, el
Reino de España también infringió la
normativa referente al sistema de re-
cursos propios de las Comunidades.
La Comisión añade que los intereses
de demora que reclama se basan en
el artículo 11 del Reglamento nº
1150/2000.

57. Según la Comisión, dicha con-
clusión no queda cuestionada por el
hecho de que la apreciación de las
consecuencias financieras de la apli-
cación de la normativa comunitaria
en materia de IVA no sea efectuada
sino en ejecución de la sentencia que
eventualmente pueda dictar el Tribu-
nal de Justicia declarando, en el pre-
sente caso, el incumplimiento del
Reino de España.

58. Si bien el Reino de España no
respondió, en la fase escrita, a las
alegaciones de la Comisión por lo
que se refiere a dicha imputación, en
la vista propuso una excepción de
inadmisibilidad al respecto, puesto
que considera que la Comisión debía
haber formulado, en el suplico de su
demanda, una imputación específica
relativa a la supuesta infracción de
dicha normativa.

59. Es preciso destacar que si bien
la Comisión menciona, en el procedi-
miento administrativo previo y en los
motivos de la demanda, la imputación
basada en una infracción de la citada
normativa sobre el sistema de recur-
sos propios de las Comunidades, no
la incluye en el suplico de ésta.

60. En virtud del artículo 21 del
Estatuto del Tribunal de Justicia y
del artículo 38, apartado 1, letra c),
del Reglamento de Procedimiento,
incumbe a la Comisión indicar, en
las pretensiones del recurso presen-
tado en virtud del artículo 226 CE,
las imputaciones precisas sobre las
cuales el Tribunal de Justicia está
llamado a pronunciarse (véanse, en
este sentido, las sentencias de 13 de
diciembre de 1990, Comisión/Gre-
cia, C-347/88, Rec. p. I-4747, apar-
tado 28, y de 31 de marzo de 1992,
Comisión/Dinamarca, C-52/90, Rec.
p. I-2187, apartado 17). Dichas pre-
tensiones deben ser formuladas de
manera inequívoca, para que el Tri-
bunal de Justicia no resuelva ultra
petita o bien omita pronunciarse so-
bre una pretensión (véanse las sen-
tencias de 14 de diciembre de 1962,
Meroni y otros/Alta Autoridad,
46/59 y 47/59, Rec. pp. 783 y ss., es-
pecialmente p. 801; de 20 de no-
viembre de 2003, Comisión/Francia,
C-296/01, Rec. p. I-13909, apartado
121, y de 15 de junio de 2006, Co-
misión/Francia, C-255/04, Rec. p. I-
5251, apartado 24).

61. Es cierto que, al intentar de-
mostrar la infracción alegada, la Co-
misión hizo referencia a dos senten-
cias en las que el Tribunal de Justicia
declaró la existencia de incumpli-
mientos tanto de los artículos 2 y 4
de la Sexta Directiva como del Re-
glamento nº 1553/89 y del Regla-
mento (CEE, Euratom) nº 1552/89
del Consejo, de 29 de mayo de 1989,
por el que se aplica la Decisión
88/376/CEE, Euratom relativa al sis-
tema de recursos propios de las Co-
munidades (DO L 155, p. 1) (senten-
cias de 12 de septiembre de 2000,
Comisión/Francia, C-276/97, Rec. p.
I-6251, y Comisión/Reino Unido, C-
359/97, Rec. p. I-6355).

62. Sin embargo, como se des-
prende de la lectura de ambas sen-
tencias, la Comisión había mencio-
nado no sólo las imputaciones
relativas a las supuestas infracciones
de dicha normativa en las pretensio-
nes de sus recursos, sino que dichas
imputaciones habían sido objeto in-
cluso de procedimientos administra-
tivos previos independientes de los
relativos a las supuestas infracciones
de la Sexta Directiva.

63. Debe declararse la inadmisibi-
lidad de la imputación basada en una
infracción de la normativa sobre el
sistema de recursos propios de las
Comunidades, al haber limitado las
pretensiones del recurso a la infrac-
ción de los artículos 2 y 4, apartados
1 y 2, de la Sexta Directiva sin men-
cionar dicha imputación.

64. Por último, en lo referente a la
admisibilidad del recurso en la medi-
da en que podría entenderse que ver-
sa sobre la infracción del artículo
234 CE, es preciso recordar que, en
el procedimiento administrativo pre-
vio y ante el Tribunal de Justicia, la
Comisión destacó que la sentencia
del Tribunal Supremo resulta de un
recurso de casación en interés de la
Ley y que dicho órgano jurisdiccio-
nal, en el marco del citado recurso
de casación, no planteó ninguna
cuestión al Tribunal de Justicia acer-
ca de la aplicación de la Sexta Direc-
tiva a las actividades de los registra-
dores-liquidadores.

65. Sin embargo, en respuesta a
una pregunta planteada por el Tribu-
nal de Justicia en la vista, la Comi-
sión señaló que su recurso no con-
templa la infracción del artículo 234
CE por el Reino de España.

66. Habida cuenta de dicha aclara-
ción, no procede considerar la excep-
ción de inadmisibilidad, planteada
asimismo por el Reino de España por
primera vez en la vista, del recurso de
la Comisión en la medida en que éste
se refería, en las circunstancias del
presente caso, a tal infracción.

67. Por lo tanto, procede puntuali-
zar que el recurso de la Comisión es
únicamente admisible en la medida
en que tiene por objeto la infracción
de los artículos 2 y 4, apartados 1 y
2, de la Sexta Directiva.

Sobre el fondo

Alegaciones de las partes

68. Según la Comisión, los servi-
cios prestados a las Comunidades
Autónomas por los registradores-li-
quidadores deben estar sujetos al
IVA en virtud el artículo 2 de la Sex-
ta Directiva. Los registradores-liqui-
dadores actúan como profesionales
que organizan de modo autónomo e
independiente los recursos humanos
y materiales en el marco de una pres-
tación de servicio, tal y como se exi-
ge en el artículo 4, apartado 1, de la
Sexta Directiva. No presentan las ca-
racterísticas de subordinación y de-
pendencia que resultan esenciales
para que los servicios en cuestión

puedan considerarse prestados por
un funcionario a la Administración a
la que pertenece y, en tal supuesto,
no sujetos al IVA en virtud de la ex-
cepción prevista en el apartado 5 de
dicho artículo.

69. La Comisión estima que el
concepto de “actividad económica”
contemplado en el artículo 4 de la
Sexta Directiva debe interpretarse
ampliamente, pudiendo englobar
funciones conferidas y reguladas por
el Derecho público. No es suficiente
que se trate de un acto cuya ejecu-
ción esté comprendida dentro de las
prerrogativas de la autoridad pública.
Es el carácter independiente o no de
la actividad ejercida por el operador
de que se trate lo verdaderamente
determinante para incardinar dicha

actividad en el ámbito de aplicación
de la Sexta Directiva. Según la Co-
misión, esta interpretación es confor-
me con la jurisprudencia del Tribu-
nal de Justicia establecida en sus
sentencias de 26 de marzo de 1987,
Comisión/Países Bajos (235/85, Rec.
p. 1471), y Ayuntamiento de Sevilla,
antes citada, y relativa, respectiva-
mente, a los notarios y “gerechts-
deurwaarders” (agentes judiciales),
así como a los recaudadores de im-
puestos.

70. La Comisión alega, además,
que el mero hecho de que una norma
de Derecho nacional establezca que
una persona debe considerarse “fun-
cionario” de la Administración pú-
blica no es, per se y automáticamen-
te, una razón valida para excluir a
dicha persona del ámbito de aplica-
ción de la Sexta Directiva. Es preci-
so analizar la naturaleza real y la
esencia de la actividad ejercida por
el registrador-liquidador, a fin de po-
der determinar su tratamiento a efec-
tos del IVA.

71. A este respecto, la Comisión
mantiene que, en España, el sistema
de acceso a la profesión de registra-
dor-liquidador se basa en unas oposi-
ciones cuyo contenido es muy simi-
lar al de las oposiciones a notarías.
Si bien tienen la consideración de
funcionarios públicos de acuerdo
con la legislación que les resulta
aplicable, no se ha discutido en nin-
gún momento que los notarios, que
también perciben honorarios y no sa-
larios, están sujetos al IVA.

72. En lo referente a la regla de no
sujeción al IVA establecida en el ar-
tículo 4, apartado 5, párrafo primero,
de la Sexta Directiva, la Comisión
alega, en primer lugar, que el regis-
trador-liquidador es un profesional
que presta servicios con carácter in-
dependiente y que organiza de forma
autónoma los recursos humanos y
materiales necesarios para la presta-
ción de dichos servicios. Según la
Comisión, la relación entre el regis-
trador-liquidador y el personal auxi-
liar por él contratado, que no está su-
bordinado en modo alguno a la
Comunidad Autónoma, es ni más ni
menos la que existe entre empresario
y trabajador. El hecho de que los
empleados permanezcan en sus
puestos pese al cambio del titular de
la oficina liquidadora resulta irrele-
vante, ya que tales empleados no de-
penden, en ningún caso, de la Admi-
nistración, sino de quien en cada
momento ostenta el cargo de regis-
trador-liquidador.

73. En segundo lugar, la Comisión
señala que, a efectos fiscales nacio-
nales, no existe distinción alguna en-
tre los ingresos percibidos por los
Registradores de la Propiedad como
profesionales encargados del Regis-
tro de la Propiedad (cuya sujeción al
IVA y su carácter empresarial se
aceptan sin discusión por las autori-
dades españolas) y los ingresos per-
cibidos como registradores-liquida-
dores encargados de las oficinas
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liquidadoras. Ambos tipos de ingre-
sos aparecen en la declaración del
impuesto sobre la renta como “rendi-
mientos de actividades económicas”
y no como “rendimientos del traba-
jo”. Según la Comisión, si el regis-
trador-liquidador fuera un funciona-
rio, sería sin duda el único
funcionario de la Administración en
España que declararía los ingresos
por su trabajo en la función pública
como rendimientos de actividades
económicas y que deduciría los co-
rrespondientes gastos (en concepto
de gastos derivados de una actividad
económica).

74. En tercer lugar, la Comisión
considera que el hecho de que sea
necesario un convenio bilateral espe-
cífico de colaboración entre cada
Comunidad Autónoma, por un lado,
y los Colegios de Registradores, por
otro, demuestra que, a efectos de la
Sexta Directiva, los registradores-li-
quidadores no son órganos adminis-
trativos de las Comunidades Autóno-
mas, ni partes intrínsecas,
integrantes o internas de éstas. Por el
contrario, se trata de partes indepen-
dientes y distintas con las que las
Comunidades Autónomas celebran
contratos de prestaciones de servi-
cios a título oneroso.

75. Poco importa, a efectos de la
aplicación del artículo 4, apartado 5,
de la Sexta Directiva, que las funcio-
nes examinadas consistan en el de-
sempeño de funciones conferidas y
reguladas mediante ley por motivos
de interés público, que el profesional
esté sometido a un control discipli-
nario bajo la supervisión de la auto-
ridad pública, o que su remuneración
se determine mediante ley (véanse la
sentencia Comisión/Países Bajos,
antes citada, apartados 10, 14 y 19, y
el auto de 21 de mayo de 2008,
Mihal, C-456/07, apartado 20).

76. Habida cuenta de estas consi-
deraciones, la Comisión concluye
que no cabe invocar el artículo 4,
apartados 4 y 5, de la Sexta Directi-
va para justificar la no sujeción al
IVA de los servicios prestados por el
registrador-liquidador, en la medida
en que éste actúa de manera inde-
pendiente sin estar integrado en la
Administración pública a la que
presta servicios a título oneroso.

77. El Reino de España sostiene
que la actividad ejercida por el regis-
trador-liquidador no tiene carácter
económico y que se trata, en cambio,
de una actividad pública. La retribu-
ción que percibe el registrador-liqui-
dador no se destina a sufragar una
actividad económica de mercado or-
dinaria en la que se presupone un
ánimo de lucro, sino a hacer frente a
los gastos de funcionamiento de la
oficina liquidadora. Desempeña la
misma función económica que la
asunción de los costes que generan
los órganos tributarios estatales. Las
oficinas liquidadoras desempeñan las
mismas funciones que otros órganos
estatales, autonómicos o forales se-
gún el territorio de que se trate. Des-

de el punto de vista del registrador-
liquidador, la dirección de la oficina
es, en principio, una obligación im-
puesta por ley y vinculada al Regis-
tro en el que desarrolla su actividad
registral. Por lo tanto, es imposible
negarse a practicar operaciones de li-
quidación solicitadas por los contri-
buyentes puesto que es imposible re-
nunciar a dicha competencia.

78. En cualquier caso, el Reino de
España considera que las oficinas li-
quidadoras son organismos de Dere-
cho público que desarrollan activida-
des en el ejercicio de funciones
públicas y, por lo tanto, que están
comprendidas en la regla de no suje-
ción establecida en el artículo 4,
apartado 5, de la Sexta Directiva.
Los registradores-liquidadores cuen-
tan con innumerables prerrogativas
para ejercer y desarrollar todas sus
funciones. Efectúan comprobacio-
nes, giran liquidaciones, imponen
sanciones y recargos, requieren datos
de los contribuyentes, les notifican
actos y resoluciones, resuelven los
recursos que plantean y conceden
aplazamientos, entre otras funciones.
Tienen exactamente la misma condi-
ción de autoridad pública que la que
tienen atribuida otros órganos estata-
les, forales o autonómicos que desa-
rrollan la misma actividad en sus
respectivos territorios.

79. Además, el Reino de España
señala que no existe actualmente en
ningún territorio ningún operador
privado que realice funciones liqui-
dadoras. En la medida en que no
cabe plantearse, ni actual ni poten-
cialmente, la posibilidad de que ope-
radores económicos privados desa-
rrollen estas funciones, parece a
todas luces justificado que no se
considere a las oficinas liquidadoras
sujetos pasivos del IVA, respetando
la neutralidad fiscal en las circuns-
tancias descritas.

80. Aun suponiendo que el Tribu-
nal de Justicia considerase que la ac-
tividad ejercida por los registrado-
res-liquidadores constituye una
actividad económica a efectos de la
Sexta Directiva, el Reino de España
sostiene que la independencia reque-
rida en el artículo 4, apartado 1, de
dicha Directiva no se produce ni
frente a los órganos de las Adminis-
traciones con los que la oficina liqui-
dadora se relaciona vertical o jerár-
quicamente, ni frente a los
contribuyentes que liquidan sus im-
puestos. A su juicio, la atribución de
la competencia no depende del regis-
trador-liquidador, al tomar posesión
del Registro de la Propiedad al que
se vincula la oficina liquidadora, y
su cese no conlleva la pérdida de la
competencia en relación con dicha
oficina liquidadora.

81. En su opinión, los registrado-
res-liquidadores carecen asimismo
de independencia en lo referente a la
organización de los recursos huma-
nos y materiales. Considera que vie-
nen condicionados en el número de
personas y su cualificación, en las

condiciones de los locales o en lo re-
lativo a los sistemas informáticos y
de gestión. Al tomar posesión de las
oficinas liquidadoras, los registrado-
res-liquidadores se encuentran con
unos empleados que permanecen en
sus puestos pese al cambio de titular
de la oficina de que se trate. Este
personal no depende exclusivamente
del registrador-liquidador, ya que, en
tal caso, lo lógico sería que los em-
pleados siguieran al registrador-li-
quidador en caso de que se produjese
un cambio en la titularidad de la ofi-
cina liquidadora.

82. La responsabilidad por actua-
ciones negligentes del registrador-li-
quidador recae sobre la Administra-
ción tributaria, en la que se integra la
oficina liquidadora de la que es titu-
lar el registrador-liquidador, en el
marco del régimen jurídico de la res-
ponsabilidad patrimonial de las Ad-
ministraciones públicas. Para el Rei-
no de España, este hecho ilustra
claramente el carácter dependiente
con que los registradores-liquidado-
res desarrollan su actividad. Afirma
que las previsiones disciplinarias
aplicables a los registradores-liqui-
dadores son análogas a las que rigen
la actuación de cualquier funcionario
público. Según dicho Estado miem-
bro, otras manifestaciones de esta
falta de independencia pueden ser las
visitas de inspección anuales a las
oficinas liquidadoras; el control per-
manente de sus actuaciones, tanto
por medios informáticos como a tra-
vés de comisiones específicas; la su-
pervisión permanente de determina-
das actuaciones de valoración y
liquidación; la exigencia de medios
informáticos y personales adecua-
dos; la posibilidad de reorganización
de dichas oficinas o las Instrucciones
de diverso alcance de obligado cum-
plimiento.

83. Según el Reino de España, no
resulta aplicable al presente caso la
jurisprudencia establecida en las sen-
tencias Comisión/Países Bajos y
Ayuntamiento de Sevilla, antes cita-
das. Por un lado, las actividades de
los notarios y de los agentes judicia-
les de que se trataba en el primer
asunto correspondían a actividades
de una profesión liberal y, por otro
lado, los actos de los Recaudadores
de Zona de que se trataba en el se-
gundo asunto eran puramente con-
tractuales y de índole privada, de
modo que no se traducían en actos
administrativos. En su opinión, en el
presente caso no estamos ante las
mismas circunstancias.

Apreciación del Tribunal de Justi-
cia

84. Con carácter preliminar, es
preciso puntualizar que no se discute
que, en tanto que profesionales en-
cargados de la gestión del Registro
de la Propiedad, las actividades de
los Registradores están sujetas al
IVA.

85. El presente recurso de la Co-
misión versa exclusivamente sobre

la sujeción al IVA de las funciones
que los Registradores de la Propie-
dad desempeñan como liquidadores
titulares de una oficina liquidadora.
Como registradores-liquidadores, de-
terminadas Comunidades Autóno-
mas les confían funciones relaciona-
das con la gestión, liquidación y
recaudación de los impuestos sobre
sucesiones y sobre transmisiones pa-
trimoniales. El examen del Tribunal
de Justicia se refiere a esta parte de
sus actividades.

86. Para apreciar si está fundada la
infracción, que alega la Comisión, de
los artículos 2 y 4, apartados 1 y 2,
de la Sexta Directiva, es preciso exa-
minar, en primer lugar, si los servi-
cios prestados por los registradores-
liquidadores a las Comunidades
Autónomas constituyen actividades
económicas en el sentido del artículo
2 de dicha Directiva; en segundo lu-
gar, si las tales actividades se reali-
zan con carácter independiente de
conformidad con el artículo 4, apar-
tados 1 y 4, de la citada Directiva y,
en tercer lugar, si, en cualquier caso,
el Reino de España puede alegar,
como hace, la regla de no sujeción al
IVA establecida en el artículo 4,
apartado 5, párrafo primero, de la
Sexta Directiva en beneficio de las
actividades desarrolladas por un or-
ganismo de Derecho público como
autoridad pública.

87. En primer lugar, es preciso re-
cordar que la Sexta Directiva asigna
un ámbito de aplicación muy amplio
al IVA al contemplar, en su artículo
2, relativo a las operaciones sujetas a
imposición, junto a las importacio-
nes de bienes, las entregas de bienes
y prestaciones de servicios realiza-
das a título oneroso en el interior del
país y al definir, en su artículo 4,
apartado 1, como “sujeto pasivo” a
quienes realicen, con carácter inde-
pendiente, una actividad económica,
cualesquiera que sean los fines o los
resultados de esa actividad (véanse,
en particular, las sentencias Comi-
sión/Países Bajos, antes citada, apar-
tados 6 y 7; de 4 de diciembre de
1990, van Tiem, C-186/89, Rec. p. I-
4363, apartado 17; de 12 de septiem-
bre de 2000, Comisión/Grecia, C-
260/98, Rec. p. I-6537, apartado 24,
y de 16 de septiembre de 2008, Isle
of Wight Council y otros, C-288/07,
Rec. p. I-7203, apartados 27 y 28).

88. El concepto de actividades
económicas se define en el artículo
4, apartado 2, de la Sexta Directiva
como todas las de fabricación, co-
mercio o prestación de servicios, e
incluye, en particular, el ejercicio de
profesiones liberales o asimiladas
(sentencias, antes citadas, Comi-
sión/Países Bajos, apartados 6 y 7,
así como Isle of Wight Council y
otros, apartado 27).

89. El análisis de estas definicio-
nes pone de relieve la amplitud del
ámbito de aplicación cubierto por el
concepto de actividades económicas
y su carácter objetivo, en el sentido
de que la actividad se considera en sí
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misma, con independencia de sus fi-
nes o de sus resultados (véanse, en
particular, las sentencias
Comisión/Países Bajos, antes citada,
apartado 8; de 12 de septiembre de
2000, Comisión/Grecia, antes citada,
apartado 26, y de 21 de febrero de
2006, University of Huddersfield, C-
223/03, Rec. p. I-1751, apartado 47
y jurisprudencia citada). De este
modo, una actividad se califica gene-
ralmente de económica cuando pre-
senta un carácter permanente y se
efectúa a cambio de una remunera-
ción que percibe el autor de la opera-
ción (sentencia de 13 de diciembre
de 2007, Götz, C-408/06, Rec. p. I-
11295, apartado 18).

90. Habida cuenta de la extensión
del ámbito de aplicación definido
por el concepto de actividades eco-
nómicas, procede señalar que los re-
gistradores-liquidadores, en cuanto
que prestan a las Comunidades Au-
tónomas, de forma permanente y a
cambio de una remuneración, servi-
cios relativos a la gestión, liquida-
ción y recaudación de determinados
impuestos, realizan una actividad
económica en el sentido de la Sexta
Directiva.

91. Dado el carácter objetivo del
concepto de actividades económicas,
es irrelevante que las actividades de
los registradores-liquidadores con-
sistan en el desempeño de funciones
conferidas y reguladas mediante ley
por motivos de interés público. En
efecto, la Sexta Directiva, en su artí-
culo 6, prevé expresamente la suje-
ción al régimen del IVA de determi-
nadas actividades ejercidas por
mandato legal (sentencias, antes cita-
das, Comisión/Países Bajos, aparta-
do 10, y de 12 de septiembre de
2000, Comisión/Grecia, apartado
28).

92. Por otra parte, es preciso seña-
lar que, conforme a la jurisprudencia
del Tribunal de Justicia (véase, en
particular, la sentencia de 8 de marzo
de 1988, Apple and Pear Develop-
ment Council, 102/86, Rec. p. 1443,
apartado 12), el concepto de “presta-
ción de servicios realizada a título
oneroso”, en el sentido del artículo
2, apartado 1, de la Sexta Directiva,
supone la existencia de una relación
directa entre el servicio prestado y la
contraprestación recibida.

93. Pues bien, como se desprende
de los autos, las actividades de liqui-
dación y de recaudación ejercidas
por los registradores-liquidadores a
cambio del pago de un porcentaje de
las cantidades recaudadas y una
compensación fija por cada liquida-
ción practicada exenta o negativa
responden a dicha definición. Como
resulta de la respuesta del Reino de
España, de 7 de febrero de 2006, a
una solicitud de información adicio-
nal realizada por la Comisión a raíz
de la respuesta de este Estado miem-
bro al escrito de requerimiento, si
bien es cierto que el porcentaje de la
prima de recaudación puede variar
de una Comunidad Autónoma a otra,

y puede variar temporalmente según
los términos de los convenios de co-
laboración firmados por los Colegios
de Registradores y las Comunidades
Autónomas de que se trate, no es
menos cierto que el beneficio que los
registradores-liquidadores obtienen
de su actividad depende no sólo del
importe de los impuestos recauda-
dos, sino también de los gastos aso-
ciados a la organización de los me-
dios personales y materiales de su
actividad, de su eficiencia y de los
medios empleados para conseguir di-
cha recaudación.

94. Por lo que respecta a la alega-
ción del Reino de España de que las
cantidades percibidas por las ofici-
nas recaudadoras se destinan única-
mente a hacer frente a los gastos de
funcionamiento de dichas oficinas y
no constituyen una “remuneración
que percibe el autor de la operación”
en el sentido de la jurisprudencia del
Tribunal de Justicia, baste señalar
que, como se desprende del artículo
294 de la Ley Hipotecaria recordado
en el apartado 25 de la presente sen-
tencia, a diferencia de los funciona-
rios españoles, los registradores-li-
quidadores no perciben un salario
del Estado. Como ha alegado la Co-
misión, es difícilmente imaginable
que los registradores-liquidadores, si
son funcionarios que dependen de la
Administración tributaria como afir-
ma el Reino de España, acepten ejer-
cer funciones sin la más mínima
contrapartida y que no obtengan be-
neficio económico alguno del ejerci-
cio de sus funciones como titulares
de las oficinas liquidadoras.

95. En respuesta a una pregunta
planteada por el Tribunal de Justicia
en la vista, el propio Reino de Espa-
ña admitió que la indemnización per-
cibida por los registradores-liquida-
dores comprende no sólo los costes
de las prestaciones realizadas, sino
también una retribución para los pro-
pios registradores-liquidadores.

96. Además, según la información
facilitada por la Comisión y confir-
mada en la vista, los registradores-li-
quidadores declaran sus ingresos
como ingresos de actividades econó-
micas y, a efectos fiscales naciona-
les, no existe distinción alguna entre
los ingresos percibidos por los Re-
gistradores como profesionales en-
cargados del Registro y los ingresos
percibidos como registradores-liqui-
dadores. Si bien el tratamiento fiscal
nacional de los ingresos de éstos no
es determinante a la hora de calificar
sus actividades como actividades
económicas a efectos de la Sexta Di-
rectiva, constituye no obstante un in-
dicio adicional sobre la naturaleza
real y la esencia de los servicios
prestados a las Comunidades Autó-
nomas por los autores de las opera-
ciones de que se trata en el presente
caso.

97. En estas circunstancias, las ac-
tividades de liquidación y de recau-
dación realizadas por los registrado-
res-liquidadores a cambio del pago

de un porcentaje de las cantidades
recaudadas constituyen una presta-
ción de servicios realizada a título
oneroso a efectos del artículo 2,
apartado 1, de la Sexta Directiva y
una actividad económica en el senti-
do del artículo 4, apartado 2, de esta
Directiva.

98. Esta conclusión viene confir-
mada por la solución adoptada por el
Tribunal de Justicia en la sentencia
Ayuntamiento de Sevilla, antes cita-
da, en lo referente a la sujeción al
IVA de los Recaudadores de Zona
nombrados por la entidad local de
que se trata en dicho asunto cuyos
tributos recaudan.

99. En la citada sentencia, el Tri-
bunal de Justicia examinó la cuestión
de si la actividad de recaudación
ejercida por los Recaudadores de
Zona debía o no considerarse reali-
zada “con carácter independiente”, a
efectos del artículo 4, apartado 4, de
la Sexta Directiva, y la aplicabilidad
de la regla de no sujeción establecida
en el apartado 5 de dicho artículo.
Sin embargo, tal examen supone que
se determine previamente el “carác-
ter económico”, en el sentido del ar-
tículo 4, apartado 2, de la citada Di-
rectiva, de la actividad de
recaudación de impuestos ejercida
por los citados Recaudadores (véase,
en este sentido, la sentencia Götz,
antes citada, apartado 15).

100. En segundo lugar, en el caso
de que el Tribunal de Justicia consi-
dere que los registradores-liquidado-
res ejercen una actividad económica,
el Reino de España estima que no
puede tratarse de una actividad ejer-
cida con carácter independiente a
efectos del artículo 4, apartado 1, de
la Sexta Directiva. No existe inde-
pendencia ni respecto de los órganos
de las Administraciones con los que
las oficinas liquidadoras se relacio-
nan verticalmente, ni respecto del
contribuyente.

101. Sobre este particular, el Rei-
no de España alega que los registra-
dores-liquidadores no pueden negar-
se a practicar una operación de
liquidación que les solicite un contri-
buyente, porque dicha competencia
es irrenunciable. Además, los regis-
tradores-liquidadores no organizan
sus recursos humanos y materiales
de modo autónomo, se puede hacer
responsable a la Administración tri-
butaria de los actos de negligencia
de los registradores-liquidadores, y
éstos están sujetos a un control disci-
plinario por la autoridad pública y a
inspecciones por parte de la Admi-
nistración tributaria.

102. De los autos se desprende
que los registradores-liquidadores no
perciben salario y que no están vin-
culados a las Comunidades Autóno-
mas por contratos de trabajo. Por lo
tanto, es preciso examinar si realizan
las actividades objeto del presente
recurso con carácter independiente o
si la relación jurídica entre los referi-
dos registradores-liquidadores y las

Comunidades Autónomas que recu-
rren a sus servicios crea, sin embar-
go, lazos de subordinación, como los
mencionados en el artículo 4, aparta-
do 4, de la Sexta Directiva, en lo que
concierne a las condiciones laborales
y retributivas y a la responsabilidad
del empresario.

103. En primer lugar, por lo que
respecta a las condiciones laborales,
no hay “lazo de subordinación”, en
el sentido del artículo 4, apartado 4,
de la Sexta Directiva, toda vez que
los registradores-liquidadores se pro-
curan y organizan ellos mismos,
dentro de los límites establecidos por
las disposiciones normativas y con-
vencionales pertinentes, los medios
personales y materiales necesarios
para el ejercicio de sus actividades.

104. Es cierto que de las respues-
tas de las autoridades españolas a las
preguntas planteadas por la Comi-
sión en el procedimiento administra-
tivo previo se desprende que las Co-
munidades Autónomas pueden
indicar a los registradores-liquidado-
res el sistema informático que deben
utilizar y que deben estar conectados
“on-line” con las autoridades compe-
tentes de las Comunidades Autóno-
mas, y pueden exigir una dotación
mínima de personal en las oficinas
liquidadoras y que dicho personal
demuestre unas cualificaciones pro-
fesionales concretas.

105. Sin embargo, estas circuns-
tancias son irrelevantes, puesto que
resulta claramente de los autos que
la organización de los recursos hu-
manos depende de cada oficina liqui-
dadora. El personal empleado en las
referidas oficinas no forma parte de
los efectivos de las Comunidades
Autónomas y no tiene ningún víncu-
lo directo con éstas. Como se des-
prende de la Ley Hipotecaria, dicho
personal está vinculado al registra-
dor-liquidador por una relación labo-
ral, depende del registrador-liquida-
dor y es retribuido por éste.

106. En estas condiciones, la de-
pendencia funcional de los registra-
dores-liquidadores respecto de las
Comunidades Autónomas que pue-
den darles instrucciones, así como la
sujeción de los registradores-liquida-
dores a un control disciplinario por
parte de tales autoridades, no resul-
tan determinantes para la califica-
ción de su relación jurídica con las
Comunidades Autónomas con res-
pecto al artículo 4, apartado 4, de la
Sexta Directiva (véanse, asimismo,
las sentencias Comisión/Países Ba-
jos, apartado 14, y Ayuntamiento de
Sevilla, apartado 12, antes citadas).

107. En segundo lugar, por lo que
respecta a las condiciones retributi-
vas, como se desprende de los aparta-
dos 93 a 97 de la presente sentencia,
no existe relación de subordinación,
toda vez que los registradores-liqui-
dadores soportan el riesgo económi-
co de su actividad, en la medida en
que el beneficio que obtienen de ella
depende del importe de los tributos
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recaudados, de los gastos derivados
de la organización de los recursos
humanos y materiales de su actividad
(véanse, en este sentido, las senten-
cias Comisión/Países Bajos, apartado
14, y Ayuntamiento de Sevilla, apar-
tado 13, antes citadas), de la eficacia
de los registradores-liquidadores e in-
cluso, en determinados casos, del
porcentaje de las sanciones y multas
impuestas y recaudadas en el ejerci-
cio de la actividad de registrador-li-
quidador. El hecho de que los gastos
generales y los gastos en material y
personal de cada oficina liquidadora
están a cargo de los registradores-li-
quidadores titulares de dichas ofici-
nas resulta claramente de la informa-
ción facilitada por el Reino de
España así como de determinados
convenios de colaboración celebra-
dos entre algunas Comunidades Au-
tónomas y los Colegios de Registra-
dores de dichas Comunidades.

108. Si bien el Reino de España
subraya la falta de negociación di-
recta entre las Comunidades Autóno-
mas y los registradores-liquidadores
individuales por lo que respecta a las
cantidades percibidas por éstos por
los servicios que prestan, no es me-
nos cierto que tal negociación tiene
lugar entre los distintos Colegios de
Registradores y las Comunidades
Autónomas en las que exista un con-
venio de colaboración y que, en di-
chas negociaciones, los primeros ac-
túan como representantes de los
registradores-liquidadores.

109. Por último, en lo referente a
la responsabilidad del empresario, de
la jurisprudencia del Tribunal de Jus-
ticia se desprende que el hecho de
que la Comunidad Autónoma pueda
ser considerada responsable por los
actos de los registradores-liquidado-
res realizados en cuanto delegados
de la autoridad pública no basta para
establecer la existencia de vínculos
de subordinación (véase la sentencia
Ayuntamiento de Sevilla, antes cita-
da, apartado 14).

110. En tercer lugar, el Reino de
España sostiene, sin embargo, que
los registradores-liquidadores, aun
admitiendo que ejercen actividades
económicas en el sentido del artículo
4, apartados 1 y 2, de la Sexta Direc-
tiva, deben estar amparados por la
regla de no sujeción, establecida en
el apartado 5, párrafo primero, de di-
cho artículo, en favor de los organis-
mos de Derecho público, cualidad
que se les debería reconocer.

111. A este respecto, es preciso re-
cordar que el artículo 4, apartado 5,
párrafo primero, de la Sexta Directi-
va únicamente establece la no suje-
ción en favor de los organismos de
Derecho público, y tan sólo por lo
que respecta a las actividades y ope-
raciones que lleven a cabo en su con-
dición de autoridades públicas (sen-
tencia Comisión/Países Bajos, antes
citada, apartado 20).

112. Como se desprende de la juris-
prudencia del Tribunal de Justicia, di-

cha disposición debe interpretarse de
modo que se menoscabe lo menos po-
sible la regla general, formulada en
los artículos 2, punto 1, y 4, apartados
1 y 2, de la Sexta Directiva, según la
cual toda actividad de naturaleza eco-
nómica se encuentra, en principio, su-
jeta al IVA (véase la sentencia Isle of
Wight Council y otros, antes citada,
apartados 38 y 44).

113. Deben reunirse acumulativa-
mente dos requisitos para que pueda
aplicarse la regla de no sujeción re-
cogida en el artículo 4, apartado 5,
párrafo primero, de la Sexta Directi-
va, a saber, la cualidad de organismo
público y el ejercicio de actividades
en su condición de autoridad pública
(sentencias de 11 de julio de 1985,
Comisión/Alemania, 107/84, Rec. p.
2655, apartado 11; Comisión/Países
Bajos, antes citada, apartado 21, y
Ayuntamiento de Sevilla, antes cita-
da, apartado 18).

114. Por lo que respecta al primer
requisito, esto es, la cualidad de or-
ganismo público, el Tribunal de Jus-
ticia ya ha precisado que una activi-
dad ejercida por un particular no
queda exenta del IVA por el mero
hecho de que consista en actos cuya
ejecución entra dentro de las prerro-
gativas de la autoridad pública (sen-
tencias Comisión/Países Bajos, apar-
tado 21, y Ayuntamiento de Sevilla,
apartado 19, antes citadas, y auto
Mihal, antes citado, apartado 17).

115. Con independencia de que la
normativa pertinente califique como
funcionarios a los registradores-li-
quidadores y que sus actividades
consistan en el desempeño de fun-
ciones conferidas y reguladas me-
diante ley por motivos de interés pú-
blico, es preciso señalar que, a
efectos de la Sexta Directiva, los re-
gistradores-liquidadores no ejercen
su actividad liquidadora y recauda-
dora en calidad de órgano de Dere-
cho público, puesto que no están in-
tegrados en la organización de la
Administración pública, sino como
una actividad realizada en el marco
de una profesión asimilada a una
profesión liberal.

116. En el presente caso, no se dis-
cute que las propias Comunidades
Autónomas constituyen organismos
de Derecho público. Sin embargo, la
actividad cuya sujeción al IVA se
discute en el presente caso no es rea-
lizada por dichos organismos, sino, a
título oneroso, por un prestatario de
servicios distinto y no integrado en
ellos. Esta falta de integración resul-
ta con claridad de las relaciones des-
critas anteriormente entre los regis-
tradores-liquidadores y las
Comunidades Autónomas, debido a
que los convenios de colaboración
que regulan dichas actividades se ne-
gocian entre los Colegios de Regis-
tradores y las Comunidades Autóno-
mas y a que nadie afirma que,
cuando actúa como responsable del
Registro de la Propiedad, el Regis-
trador de la Propiedad sea un orga-
nismo de Derecho público, a efectos

del artículo 4, apartado 5, párrafo
primero, de la Sexta Directiva, ni
cuestiona la sujeción al IVA de estas
actividades. Pues bien, es cierto que
existe una diferencia entre la gestión
de dicho Registro y la actividad de
recaudación y de liquidación de los
impuestos de que se trata en el pre-
sente caso, pero tal diferencia se ma-
nifiesta no respecto de la cuestión de
si el Registrador constituye un orga-
nismo de Derecho público, a efectos
de la citada disposición de la Sexta
Directiva, sino respecto de si la acti-
vidad que realiza está comprendida
en el ejercicio de prerrogativas de la
autoridad pública.

117. Por otra parte, en lo referente
a la doble función del Registrador, es
preciso recordar también que, en res-
puesta a una solicitud de informa-
ción por parte de la Comisión, el
Reino de España indicó, mediante
escrito de 5 de abril de 2006, que la
organización del personal empleado
por el Registrador y las funciones
que debe realizar dependen de cada
oficina liquidadora. Si bien puede
existir, en determinadas oficinas, una
distinción entre el personal encarga-
do de las funciones relativas a la ges-
tión del Registro de la Propiedad y el
encargado de las funciones relativas
a las actividades de liquidación y de
recaudación, en otras oficinas se su-
pone que el personal alterna dichas
funciones según el volumen de tra-
bajo y las exigencias del Registra-
dor. En cualquier caso, dicho perso-
nal está vinculado al Registrador
mediante una relación laboral sujeta
al Derecho privado, depende del Re-
gistrador y es retribuido por éste.

118. En consecuencia, como ya ha
señalado el Tribunal de Justicia en
circunstancias similares, aun cuando,
como en el presente caso, la activi-
dad de liquidación y de recaudación
de impuestos esté comprendida, en
principio, entre las prerrogativas de
la autoridad pública, toda vez que las
Comunidades Autónomas confían
esta actividad a un tercero indepen-
diente que actúa en las condiciones
descritas anteriormente, no puede
aplicarse la regla de no sujeción pre-
vista en el artículo 4, apartado 5, de
la Sexta Directiva (sentencias Comi-
sión/Países Bajos, apartado 22, y
Ayuntamiento de Sevilla, apartado
20, antes citadas, y auto Mihal, antes
citado, apartado 22).

119. Esta conclusión viene confir-
mada, además, por el hecho de que,
como se desprende el apartado 112
de la presente sentencia, en tanto que
excepción al principio de sujeción de
toda actividad de naturaleza econó-
mica, el artículo 4, apartado 5, de la
Sexta Directiva debe ser objeto de
una interpretación estricta. Si bien la
designación de un organismo por el
Derecho administrativo de un Estado
miembro como organismo de Dere-
cho público resulta pertinente para
determinar su tratamiento a efectos
del IVA, no puede considerarse deci-
siva cuando la naturaleza real y la
esencia de la actividad que dicho or-

ganismo realiza revelan que no se
cumplen los requisitos estrictos para
la aplicación de la citada regla de no
sujeción.

120. En la vista, el Reino de Espa-
ña subrayó el hecho de que los regis-
tradores-liquidadores son responsa-
bles de la recaudación y de la
liquidación de impuestos estatales, a
saber, los impuestos sobre sucesio-
nes y sobre transmisiones patrimo-
niales, correspondientes a la autono-
mía fiscal reconocida a los Estados
miembros así como a la organización
y la gestión de la estructura adminis-
trativa fiscal nacional.

121. A este respecto, es preciso re-
cordar que de la jurisprudencia se
desprende que, aunque la fiscalidad
directa es competencia de los Esta-
dos miembros, no es menos cierto
que éstos deben ejercerla respetando
el Derecho comunitario (sentencia
de 12 de julio de 2005, Schempp, C-
403/03, Rec. p. I-6421, apartado 19).

122. De lo anterior se deduce que
nada en el Derecho comunitario se
opone a que un Estado miembro o
regiones de un Estado miembro deci-
dan, de conformidad con la normati-
va que les es aplicable, recurrir a en-
tidades, como los
registradores-liquidadores de que se
trata en el presente caso, para recau-
dar y liquidar impuestos, como los
impuestos sobre sucesiones y sobre
transmisiones patrimoniales, que son
indiscutiblemente competencia de
los Estados miembros.

123. Sin embargo, no se deduce de
ello que un Estado miembro sea libre
de no sujetar al IVA los servicios
prestados por dichos Registradores si
resulta que se prestan, como ocurre
en el presente caso, como una activi-
dad económica independiente.

124. Por último, el Reino de Espa-
ña ha invocado su dificultad para
subsanar el incumplimiento alegado
por la Comisión, puesto que éste tie-
ne su origen en la sentencia del Tri-
bunal Supremo.

125. Sobre este particular, es pre-
ciso señalar que, conforme a la juris-
prudencia del Tribunal de Justicia,
cabe declarar, en principio, la exis-
tencia de un incumplimiento de un
Estado miembro con arreglo al artí-
culo 226 CE cualquiera que sea el
órgano de dicho Estado cuya acción
u omisión ha originado el incumpli-
miento, incluso cuando se trata de
una institución constitucionalmente
independiente (sentencia de 9 de di-
ciembre de 2003, Comisión/Italia, C-
129/00, Rec. p. I-14637, apartado 29
y jurisprudencia citada).

126. En dicha sentencia, el Tribu-
nal de Justicia señaló también que, si
bien no cabe tomar en consideración
decisiones judiciales aisladas o muy
minoritarias en un contexto jurispru-
dencial marcado por una orientación
diferente, o una interpretación desau-
torizada por el órgano jurisdiccional
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- De nuevo se somete
al enjuiciamiento de esta Sala un re-
curso de casación, fundado en la

existencia de interés casacional en la
modalidad de puntos y cuestiones
sobre los que exista “jurisprudencia
contradictoria de las Audiencia Pro-
vinciales”, donde la controversia gira

en torno a si, en un proceso de de-
sahucio de finca urbana por falta de
pago de las rentas, promovido des-
pués de otro en el que ya se había
declarado enervada la acción confor-
me al párrafo primero del apdo. 4 del
art. 22 LEC de 2000, procede o no
decretar el desahucio a pesar de que
el demandado pague o consigne la
renta debida sólo con unos días de
retraso respecto del plazo estipulado
en el contrato y antes de haber sido
citado para la vista del juicio verbal,
ya que mientras la parte recurrente
se opone a la resolución contractual
sobre la base de que siempre tuvo
voluntad de pagar, aunque lo hiciera
con retraso, la sentencia recurrida,
confirmatoria de la dictada en primer
grado, sigue el criterio de considerar
el mero retraso como un verdadero
incumplimiento.

Antes de analizar en profundidad
la cuestión jurídica es preciso dejar
constancia de los hechos en que la
resolución impugnada apoya su deci-
sión:

a) Con fecha 10 de abril de 1985
el demandado suscribió con la parte
actora un contrato de arrendamiento
sobre el local de negocio “Tienda B”
situado en la calle Velásquez número
29 de Madrid, siendo la renta corres-
pondiente para el año 2002 la de
48.984,24 euros anuales, IVA inclui-
do (4082,02 euros al mes), que debía
ser satisfecha por meses adelantados.
Según la cláusula segunda, incluida
en las condiciones del contrato, al
dorso, “el atraso de quince días en el
pago de alquileres se estima como
causa suficiente para incoar el de-
sahucio”.

b) Con fecha 5 de julio de 1998 el
Juzgado número 57 de Madrid, en
proceso de desahucio seguido entre
las mismas partes, dictó sentencia
declarando enervada la acción.

c) Con fecha 2 de julio de 2002 la
arrendadora Salobre, S.A. presentó
demanda de reclamación de rentas y
de desahucio por falta de pago frente
al arrendatario Sr. Anselmo, por
adeudar la renta correspondiente al
mes de junio de ese mismo año, por
importe de 4.082, 02 euros. Dicha
demanda fue admitida a trámite el 30
de julio.

d) En la demanda, y por medio de
Otrosí, se indicaba que no cabía ya
enervar la acción por haberse hecho
en otra ocasión anterior, aunque el
Juzgado no lo mencionó en el auto
de 30 de julio.

e) El 9 de septiembre la parte acto-
ra advirtió al Juzgado que la renta ya
había sido satisfecha, por lo que soli-
citaba se siguiera el juicio sólo para
resolver sobre el desahucio, lo que
así se acordó por providencia de 15
de octubre de 2002, aunque indicán-
dose que podía enervarse la renta
pese a que la demanda indicaba lo
contrario, celebrándose la vista el 25
de febrero de 2003, y acreditándose
que el importe de la deuda arrendati-

cia había sido remitido a la arrenda-
dora por giro urgente el 10 de julio
de 2002.

Partiendo de ese “factum”, la sen-
tencia de apelación confirma la deci-
sión del Juzgado de estimar la de-
manda y la acción de desahucio en
ella ejercitada, valorando la conducta
de la parte arrendataria de no pagar
en el plazo contractualmente estipu-
lado como un auténtico incumpli-
miento resolutorio y no como simple
retraso o cumplimiento tardío, y ello
por cuanto el contrato señalaba con
claridad que la renta debía abonarse
por meses anticipados y que el mero
atraso de quince días en el pago era
causa suficiente para incoar el de-
sahucio, situación que concurría en
el presente caso desde el momento
que el arrendatario no había pagado
en dicho plazo la renta correspon-
diente al mes de junio de 2002
(4082,02 euros), cuyo importe adeu-
daba a fecha en que se presentó la
demanda de desahucio (2 de julio de
ese mismo año) y no satisfizo hasta 8
días después de aquella (10 de julio
de 2002), sin que sea óbice para
apreciar el incumplimiento que fuera
sólo una renta la debida, ni el hecho
de que fuera abonada antes del em-
plazamiento del demandado, porque
éste ya era consciente de que la ener-
vación de un desahucio con anterio-
ridad, dijese lo que dijese el auto de
admisión de la demanda, impedía le-
galmente una segunda enervación
(tanto a la luz del anterior 1563 de la
LEC de 1881 como con arreglo al vi-
gente 22.4 de la LEC 2000), de
modo que desde el momento en que
incumplió su obligación de pagar la
renta de junio conocía sobradamente
las consecuencias resolutorias, no
eludibles en este caso, que podían
derivar de ese nuevo impago, descar-
tando la Audiencia que por querer
cobrar puntualmente el precio del al-
quiler el arrendatario incurriera en
abuso de derecho.

Tras no superar la fase de admi-
sión las vulneraciones referidas a
preceptos procesales (artículos 22.4,
439.3, 451 y 452 de la LEC), ha que-
dado reducido el presente recurso a
dilucidar si existe interés casacional
en la modalidad de jurisprudencia
contradictoria de las Audiencias Pro-
vinciales sobre, en primer lugar, la
posibilidad, que la sentencia descar-
ta, de enervar la acción de desahucio
por falta de pago mediante un pago
anterior a la citación para juicio, aun
cuando hubiera tenido lugar ya una
enervación anterior, y, en segundo
lugar, estrechamente vinculado con
lo anterior, sobre si incurre o no en
abuso de derecho el arrendador que
ejercita su derecho al cobro de la
renta en dichas circunstancias. En
cuanto a la primera cuestión, se adu-
ce por el recurrente que la “jurispru-
dencia menor” ha respondido de for-
ma dispar, con posturas favorables a
considerar el pago tardío de un
arrendatario no como retraso sino
como verdadero incumplimiento,
ante el cual, sólo la enervación, en
caso de que fuera posible, podría im-
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nacional supremo, la situación es dis-
tinta cuando se trata de una interpre-
tación jurisprudencial significativa
no desautorizada por dicho órgano
jurisdiccional supremo o incluso con-
firmada por éste (sentencia Comi-
sión/Italia, antes citada, apartado 32).

127. Por lo tanto, habida cuenta de
las anteriores consideraciones, pro-
cede declarar que el Reino de Espa-
ña ha incumplido las obligaciones
que le Directiva, al considerar que
los servicios prestados a una Comu-
nidad Autónoma por los Registrado-
res de la Propiedad, en su condición
de liquidadores titulares de una ofi-
cina liquidadora, no están sujetos al
IVA.

Costas

128. En virtud del artículo 69,
apartado 2, del Reglamento de Pro-
cedimiento, la parte que pierda el
proceso será condenada en costas, si
así lo hubiera solicitado la otra parte.
Por haber solicitado la Comisión que
se condene en costas al Reino de Es-
paña y haber sido desestimados los
motivos formulados por éste, proce-
de condenarlo en costas.

En virtud de todo lo expuesto, el
Tribunal de Justicia (Sala Tercera)
decide:

1) Declarar que el Reino de Espa-
ña ha incumplido las obligaciones
que le incumben en virtud de los ar-
tículos 2 y 4, apartados 1 y 2, de la
Directiva 77/388/CEE del Consejo,
de 17 de mayo de 1977, Sexta Direc-
tiva en materia de armonización de
las legislaciones de los Estados
miembros relativas a los impuestos
sobre el volumen de negocios - Sis-
tema común del impuesto sobre el
valor añadido: base imponible uni-
forme, al considerar que los servi-
cios prestados a una Comunidad Au-
tónoma por los Registradores de la
Propiedad, en su condición de liqui-
dadores titulares de una Oficina Li-
quidadora de Distrito Hipotecario,
no están sujetos al impuesto sobre el
valor añadido.

2) Condenar en costas al Reino de
España.

Firmas

Lengua de procedimiento: espa-
ñol.

TSCIVIL
2009/275999
TS Sala 1ª, Sentencia: 30 octubre 2009. Ponente: D. Francisco Marín Castán

Ante la necesidad de proteger el derecho del arrendador

Desahucio de local de negocio
por falta de pago de la renta

Se plantea recurso de casación, donde la controversia gira en torno a
si en un proceso de desahucio de finca urbana por falta de pago de las
rentas, promovido después de otro en el que ya se había declarado ener-
vada la acción, procede o no decretar el desahucio a pesar de que el de-
mandado pague o consigne la renta debida solo con unos días de retra-
so. La parte recurrente alega que existe interés casacional en la
modalidad de jurisprudencia contradictoria de las Audiencias Provincia-
les, primero sobre la posibilidad de enervar la acción de desahucio por
falta de pago mediante un pago anterior, y segundo, en cuanto a un posi-
ble abuso de derecho por parte del arrendador. La parte actora como re-
currida, alega que no puede considerarse tal conducta de abusiva, pues-
to que es plenamente ajustada a los términos del contrato en su cláusula
segunda, que señala como causa resolutoria, el retraso de quince días en
el pago de la renta mensual. El Tribunal desestima el recurso de casa-
ción, entre otros motivos, argumentando su decisión en la necesidad de
proteger el derecho del arrendador, debido a la propia evolución de la
normativa arrendaticia hacia una mayor tutela o protección de los dere-
chos del mismo, puesto que la necesidad de éste de cobrar puntualmente
la renta, puede ser tan acuciante como la del inquilino de disponer de
una vivienda.



pedir que prosperase la acción reso-
lutoria instada, y otras que siguen el
criterio contrario, propugnado por el
recurrente, de entender que cualquier
pago del arrendatario anterior a su
emplazamiento y citación para jui-
cio, esto es, cuando aún no se tenía
conocimiento de la litis que se había
promovido en su contra, constituye
no un incumplimiento resolutorio, en
cuanto no existe voluntad delibera-
damente rebelde al pago, sino un
mero retraso con efectos liberatorios. 

En cuanto al posible abuso de de-
recho, se alega en síntesis que la par-
te arrendadora, instando un proceso
judicial de desahucio tras haber sido
devuelto únicamente el recibo de una
mensualidad de renta, ha pretendido
resolver a toda costa el contrato,
prescindiendo de la voluntad del
arrendatario de cumplir sus obliga-
ciones, aunque fuera con retraso, lo
que constituye un claro supuesto de
abuso.

La parte actora, como recurrida, se
opone al recurso por razones de fon-
do alegando, en síntesis, que la ac-
tuación de dicha parte no puede til-
darse de abusiva ni contraria a la
buena fe, sino únicamente como ple-
namente ajustada a los términos del
contrato, en tanto en el mismo se es-
tipuló, como causa resolutoria, el re-
traso de quince días en el pago de la
renta mensual.

SEGUNDO.- La controversia a
que se contrae el presente recurso,
atinente a si, excluida terminante-
mente por el párrafo segundo del
apdo. 4 del art. 22 LEC de 2000 la
posibilidad de una segunda enerva-
ción del desahucio, debe o no pros-
perar una segunda demanda de de-
sahucio por falta de pago de la renta
(incumpliendo el deber de abonarla
en el plazo contractualmente estable-
cido) cuando el arrendatario abona la
adeudada después de interponerse
aquella y antes de la citación a jui-
cio, es cuestión a la que esta Sala ya
ha dado respuesta en su sentencia de
24 de julio de 2008 (recurso 508/02),
resolutoria de un recurso de casación
por interés casacional en su modali-
dad también de “jurisprudencia con-
tradictoria de las Audiencias Provin-
ciales”, la cual, tras casar la
sentencia recurrida contiene el si-
guiente pronunciamiento:

“2º.- Declarar como doctrina juris-
prudencial la de que el pago de la
renta del arrendamiento de un local
de negocio, fuera de plazo y después
de presentada la demanda de desahu-
cio, no excluye la aplicabilidad de la
resolución arrendaticia, y ello aun-
que la demanda se funde en el impa-
go de una sola mensualidad de renta,
sin que el arrendador venga obligado
a soportar que el arrendatario se re-
trase de ordinario en el abono de las
rentas periódicas”, doctrina que ha
sido reiterada en la más reciente de
26 de marzo de 2009 (recurso
1507/2004) y a la que necesariamen-
te ha de estarse para resolver el pre-
sente recurso.

Proyectando sobre el caso de autos
la doctrina de las referidas sentencias
debe concluirse que la sentencia re-
currida, que fue dictada antes de las
anteriores, se ajusta por completo a
su jurisprudencia, en la medida que
en el presente caso, como en los ana-
lizados entonces, había mediado una
anterior enervación de la acción y se
había impagado la renta que se abo-
nó después de interpuesta la deman-
da, siendo plenamente aplicables a
este recurso las razones dadas por
esta Sala para explicar la existencia
de un verdadero incumplimiento re-
solutorio, referidas al rigor de la
obligación de pagar la renta según el
art. 114-1 LAU -TR 1964, -que hace
que el impago de una sola mensuali-
dad, como acontece en el caso de au-
tos, se contemple como causa de re-
solución del contrato y no como
mero retraso en el cumplimiento-, y
sobre la inexistencia de abuso de de-
recho por parte del arrendador que,
en caso de impago, ejercita la acción
de desahucio, a lo que, siguiendo lo
declarado por la sentencia de 26 de
marzo de 2009, puede añadirse, de
un lado, que cuando el propio con-
trato estipula -como también es el
caso- un plazo máximo de retraso en
el pago (la cláusula segunda habla de
quince días), previendo expresamen-
te que después de vencido este plazo
el arrendador podrá promover el de-
sahucio, carece de sentido plantearse
si un retraso superior constituye ya
incumplimiento resolutorio o mero
retraso, pues las propias partes lo
han configurado como incumpli-
miento justificativo del desahucio, y
al propio contrato habrá de estarse
conforme al art. 1255 CC. 

De otro, que la consideración de
otros plazos diferentes por los tribu-
nales, para distinguir el mero retraso
del incumplimiento resolutorio, con-
duciría a la más absoluta inseguridad
jurídica creando un indudable riesgo
de arbitrariedad más que de arbitrio
judicial, sin perjuicio de que las cir-
cunstancias del caso concreto sí pue-
dan y deban ser atendidas para valo-
rar si efectivamente ha existido o no
incumplimiento contractual; y por úl-
timo, que un excesivo proteccionis-
mo de los arrendatarios, sobre todo si
raya en el paternalismo, puede gene-
rar el indeseable efecto general de re-
traer la oferta de viviendas en alqui-
ler por el temor de los propietarios a
tener que soportar los reiterados in-
cumplimientos de los inquilinos, má-
xime cuando en muchas ocasiones la
necesidad del arrendador de cobrar
puntualmente la renta puede ser tan
acuciante como la del inquilino de
disponer de una vivienda.

La solución apuntada por esta Sala
en las referidas sentencias, favorable
a reputar incumplimiento el mero re-
traso en el pago de una mensualidad,
y a no admitir el valor enervatorio
del pago hecho con posterioridad a
la interposición de la demanda, en-
cuentra, según la última de las reso-
luciones citadas, perfecto acomodo
en la evolución de la legislación
arrendaticia hacia una mayor protec-

ción del arrendador frente a los abu-
sos del inquilino. 

En este sentido, afirma la senten-
cia de 26 de marzo de 2009 que, res-
pondiendo la regulación de los arren-
damientos a las circunstancias
económico-sociales de cada etapa
histórica, al legislador incumbe sen-
tar las normas y a los jueces y tribu-
nales interpretarlas según los crite-
rios del art. 3 CC y aplicarlas en
consecuencia, de manera que, siendo
uno de esos criterios el de la aten-
ción a la realidad social, y desde lue-
go también el de adecuación de la
norma a la Constitución, “no cabrá
desconocer que la evolución de la le-
gislación arrendaticia urbana desde
el Real Decreto-Ley 2/1985, de 30
de abril, sobre medidas de política
económica, ha venido respondiendo
a una limitación de los derechos del
arrendatario en la prolongación tem-
poral de la relación arrendaticia y,
sobre todo, a un progresivo refuerzo
de la tutela del arrendador frente a
los incumplimientos contractuales
del arrendatario, buena muestra de lo
cual es la reducción de las posibili-
dades de enervación de la acción de
desahucio por falta de pago a una
sola en el art. 22.4 LEC de 2000 y la
inclusión de las demandas sobre de-
sahucios de finca urbana por falta de
pago de rentas o cantidades debidas
en el ámbito de los juicios de señala-
miento rápido configurado por la D.
Adicional 5ª introducida en la LEC
de 2000 por la LO 19/2003, de 23 de
diciembre”, concluyendo que “es la
propia legislación arrendaticia urba-
na, por tanto, la que en determinadas
circunstancias acaba equiparando el
cumplimiento tardío por el arrenda-
tario de su obligación de pagar la
renta a un incumplimiento definitivo
que justifica la resolución del contra-
to a instancia del arrendador”.

Por tanto, es la propia evolución
de la normativa arrendaticia hacia
una mayor tutela o protección del
arrendador frente a los incumpli-
mientos contractuales del arrendata-
rio lo que impide otorgar al pago
efectuado en el segundo pleito el va-
lor enervatorio que se propugna en
contra del tenor literal del artículo
22.4 LEC. 

Al respecto, la sentencia de 26 de
marzo de 2009 ya descarta la tesis
que aquí propone la parte recurrente,
razonando que “configurar la ener-
vación como un derecho del arrenda-
tario pugna con un derecho del
arrendador tan esencial como es reci-
bir el precio del arrendamiento, dere-
cho éste correlativo a la obligación
igualmente esencial del arrendatario
de pagarlo (arts. 1543, 1546 y 1555-
1 CC), de suerte que la enervación se
presenta no tanto como un derecho
cuanto como una oportunidad del
arrendatario de evitar el desahucio,
legalmente configurada en cada mo-
mento histórico atendiendo a razones
sociales”. Por eso “resulta difícil-
mente sostenible, cuando ya ha me-
diado una enervación de acción de
desahucio y el arrendador interpone

posteriormente otra demanda de de-
sahucio por un nuevo impago de ren-
ta a su debido tiempo, que el arren-
datario pueda evitar el desahucio
pagando la renta debida antes de ser
citado para la vista. 

En primer lugar, porque según la
sentencia del Pleno de los magistra-
dos de esta Sala de 20 de enero de
2009 (rec. 2693/03), que trata de la
constitución del deudor en mora,
ésta comienza con la interposición
de la demanda contra él y no con su
emplazamiento; y en segundo lugar,
porque permitir ese comportamiento
contractual del arrendatario lleva
consigo el riesgo de propiciar los pa-
gos impuntuales de la renta debili-
tando correlativamente el derecho
del arrendador a su pago puntual, ya
que a éste le resultará imposible sa-
ber con certeza si al interponer su
demanda, por muy fundada que esté,
va a acabar prosperando o no, pues
su viabilidad no dependerá tanto de
ser ciertos los hechos y pertinentes
los fundamentos de derecho de la
propia demanda cuanto del factor
puramente aleatorio de que el arren-
datario decida o no pagar antes de
ser citado para la vista. 

Por estas razones el apdo. 3 del
art. 439 LEC de 2000 en relación
con el apdo. 3 de su art. 440 no debe
interpretarse en el sentido de que,
cuando la ley no permita ya enervar
el desahucio, éste queda supeditado
a que el arrendatario haya conocido
ese impedimento antes de pagar ex-
temporáneamente, pues mientras la
posibilidad de enervar la acción an-
tes de la vista sí debe ser conocida
por el arrendatario demandado, se-
gún se desprende del art. 440.3 en
relación con el párrafo primero del
apdo. 4 del art. 22, ambos de la LEC
de 2000, en cambio la imposibilidad
de enervación, a la que también se
refiere el apdo. 3 del art. 439 de la
misma ley, puede entenderse como
una indicación de la demanda de de-
sahucio no dirigida tanto al arrenda-
tario cuanto al propio Juzgado para
que la mención de dicha posibilidad
ya no se incluya en la citación del
demandado para la vista.

Y si las razones expuestas impli-
can que el arrendatario verdadera-
mente incumplió su obligación de
pago, siendo causa justificada para
que el arrendador promoviera judi-
cialmente el desahucio, parece claro
que en ningún caso el arrendatario
que se limita a instar en un proceso
un derecho contractual y legalmente
reconocido puede incurrir en con-
ducta contraria a las exigencias del
artículo 7.1 y 2 del Código Civil,
pues también aclara la tantas veces
citada sentencia de 26 de marzo de
2009 que “dentro del cuidadoso
equilibro entre los derechos del
arrendador y del inquilino que la le-
gislación arrendaticia urbana busca
en cada etapa histórica, con normas
que protegen al arrendatario, como
la prórroga forzosa antes y la dura-
ción mínima del contrato ahora, y
otras que amparan al arrendador
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frente a los incumplimientos de
aquél, como la actual reducción de
las oportunidades de enervación del
desahucio a una sola, al arrendador
no le es indiferente el momento en
que se le pague la renta estipulada, y
el abuso de derecho estará no tanto
en el arrendador que pretenda resol-
ver el contrato por impago puntual
de la renta cuanto en el arrendatario
que persista en su impuntualidad.
Por eso la enervación del desahucio
no puede entenderse ya como un
“derecho procesal” que menoscabe
el derecho sustantivo del arrendata-
rio a que se le pague la renta pun-
tualmente, sino como una oportuni-
dad que la propia ley administra
cuidadosamente atendiendo a razo-
nes sociales de cada momento histó-
rico, y de ahí que no quepa obligar al
arrendador a interponer una deman-
da tras otra cuando resulta que no
depende de él el momento en que sus
reclamaciones vayan a ser conocidas
por el inquilino y, en cambio, sí de-
pende de éste el pago puntual de la
renta”.

Por todas las anteriores razones se
debe desestimar el motivo y, con
ello, el recurso.

TERCERO.- Conforme a los arts.
487.2 y 398.1 en relación con el
394.1, todos de la LEC de 2000, pro-
cede desestimar el recurso e imponer
las costas a la parte recurrente.

Por lo expuesto, en nombre del
Rey y por la autoridad conferida por
el pueblo español.

FALLO

1º.- Desestimar el recurso de casa-
ción interpuesto por el demandado
D. Anselmo, representado ante esta
Sala por el Procurador D. Domingo
José Collado Molinero, contra la
sentencia dictada con fecha 15 de
octubre de 2004 por la Sección 9ª de
la Audiencia Provincial de Madrid
en el recurso de apelación núm.
351/03

2º.- Imponer las costas al recurren-
te.

Líbrese al mencionado tribunal la
certificación correspondiente, con
devolución de los autos y rollo de
Sala.

Así por esta nuestra sentencia, que
se insertará en la Colección Legisla-
tiva pasándose al efecto las copias
necesarias, lo pronunciamos, manda-
mos y firmamos. Juan Antonio Xiol
Ríos.- Francisco Marin Castan.- José
Antonio Seijas Quintana.- Encarna-
ción Roca Trias.

Publicación.- Leída y publicada
fue la anterior sentencia por el Exc-
mo. Sr. D. Francisco Marin Castan,
Ponente que ha sido en el trámite de
los presentes autos, estando cele-
brando Audiencia Pública la Sala
Primera del Tribunal Supremo, en el
día de hoy; de lo que como Secreta-
rio de la misma, certifico.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- La recurrente Leticia
formaliza un motivo marco en el que
invoca la vulneración del derecho a
la presunción de inocencia.

1.- En el motivo primero estima
que no se ha practicado prueba algu-
na que acredite que la recurrente se
dedica o está implicada en el tráfico
ilegal de personas. Advierte que, la
que se ha practicado, carece de con-
tenido incriminatorio. Después de re-
alizar una interesante cita jurispru-
dencial sobre el contenido de la
presunción de inocencia cuyos con-
tenidos compartimos, entra en mati-
zaciones sobre el valor de las decla-
raciones inculpatorias del
coimputado, con lo que ya se sitúa
en el núcleo del recurso.

2.- Insiste en que el material pro-
batorio es vago, nimio e impreciso,
sobre todo en cuanto a la pertenencia
de la recurrente a una organización
que se dedicaba a introducir mujeres
nigerianas con el fin de dedicarlas a
la prostitución. Argumenta que en
ningún momento se han acreditado
que la recurrente emplease medios
coercitivos mediante la práctica ri-
tual del vudú o con amenazas de
muerte o palizas. Admite la existen-
cia de las fotografías que se ocupan
en el domicilio de su hijo pero insis-
te en que nada aportan en relación
con estos hechos.

3.- En relación con las conversa-
ciones telefónicas intervenidas, sos-
tiene que su contenido, traducido por
intérprete oficial de la Embajada,
arroja una realidad distinta a la que

obtiene la Sala sentenciadora y que
de ella se desprende su buen com-
portamiento con una de las mujeres
traídas desde Nigeria. Tampoco se
deduce la existencia de una organi-
zación o liderazgo por parte de la re-
currente. Es más, se desprende de al-
gunos pasajes de la conversación que
la acusada aconsejaba a algunas chi-
cas a no venir dado el precio que les
ofrecían. Las relaciones de aloja-
miento con alguna de las chicas fue-
ron temporales y siempre vivía en
otros domicilios. Respecto de las
manifestaciones inculpatorias de una
de las chicas afirma que se deben a
motivos espúreos y que son extrema-
damente vagas e imprecisas. En con-
secuencia estima que existe un nota-
ble vacío probatorio.

4.- La presunción de inocencia se
extiende también en el motivo terce-
ro al delito de determinación coacti-
va a la prostitución. La parte recu-
rrente reconoce la existencia de
pruebas, incluso de carácter incrimi-
natorio pero discrepa de su valora-
ción lo que nos sitúa en el terreno de
la tutela judicial efectiva que vela
por el debido análisis y razonamien-
to de la prueba. Introduce también
una posible vulneración del principio
acusatorio en cuanto que la sentencia
condena a la recurrente porque su-
pervisaba el ejercicio de la prostitu-
ción de una de las mujeres nigeria-
nas, lo que contradice el escrito
acusatorio que se refería a otra per-
sona distinta.

5.- La sentencia se basa en las ma-
nifestaciones testificales de dos de
las mujeres que ejercían la prostitu-
ción. La existencia de estas declara-

ciones nadie la discute, si bien la
Sala, en el uso de sus facultades va-
lorativas y decisorias, realiza una ex-
posición metódica y detallada de las
razones que ha manejado para llegar
a su convicción plasmada en el rela-
to de hechos probado.

Las amenazas se desprenden de las
manifestaciones testificales a las que
se da plena credibilidad, justificando
y explicando las razones de esta de-
cantación por la existencia de la mis-
ma. El hecho de que a posteriori ce-
sasen las amenazas avala su anterior
existencia. El contenido de la apre-
ciación de las pruebas que recae so-
bre la responsabilidad del órgano
juzgador, está ampliamente desarro-
llada, por lo que no existe espacio
para la presunción de inocencia.

6.- En el motivo quinto alega que
se ha vulnerado la presunción de
inocencia en relación con el delito de
amenazas condicionales. Se estima
que ha existido una prueba de cargo,
pero se considera endeble y sin con-
sistencia inculpatoria. Asimismo, no
existe persistencia en la declaración
inculpatoria. Como ya se ha dicho, y
nos remitimos a la larga argumenta-
ción de la sentencia recurrida, se ha
analizado la prueba y se exponen las
razones por las que se estiman sufi-
cientes para sustentar los hechos que
justifican la condena por el delito de
amenazas condicionales.

Por lo expuesto los tres motivos
deben ser desestimados

SEGUNDO.- Los motivos segun-
do y cuarto, por error de derecho, los
abordaremos conjuntamente ya que
están relacionados entre sí.

1.- El motivo segundo denuncia la
indebida aplicación del artículo 318
bis, 1, 3 y 5 del Código penal que, a
su vez, como señala en el motivo
cuarto se encontrarían en contradic-
ción con el artículo 188.1 del mismo
texto legal y, en todo caso, con la
posible relación de concurso medial
previsto en el artículo 77 del Código
Penal.

2.- El artículo 318 bis aparece una
vez más como una incrustación en el
texto original del Código Penal de
1995, como producto de la legisla-
ción sobre extranjería y de los com-
promisos internacionales contraídos
por España en relación con el tráfico
de personas y lucha contra la prosti-
tución o explotación sexual.

3.- En relación con el hecho pro-
bado, resulta perfectamente acredita-
da la existencia de un supuesto de in-
migración ilegal del apartado
primero del artículo 318 bis del Có-
digo Penal, castigado con una pena
de cuatro a ocho años de prisión.
Esta conducta se complementa con
una agravación específica si el pro-
pósito del tráfico o la inmigración
clandestina fuere la explotación se-
xual de personas. Como es lógico no
puede castigarse el mero propósito,
no exteriorizado y consolidado en la

TSPENAL
2009/245691

TS Sala 2ª, Sentencia: 9 octubre 2009. Ponente: D. José Antonio Martín Pallín

Concurso medial de delitos

Delitos de inmigración ilegal,
de determinación a la prostitución
y amenazas

Se estiman parcialmente los recursos de casación interpuestos
por las acusadas contra sentencia dictada en causa seguida a las
mismas por delitos de inmigración ilegal, de determinación a la
prostitución y amenazas. El TS dicta segunda sentencia por la que
viene a apreciar la concurrencia de un concurso medial de delitos,
por cuanto que el mismo texto de la sentencia nos dice que la inmi-
gración era el primer paso para la explotación sexual, inicial fin de
toda la actuación criminal. Ante esta situación, continúa la Sala, la
punición de las conductas lleva a la pena de mayor gravedad en su
mitad superior.
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realidad, sino la materialización de
ese propósito que surge cuando se
dedica a los inmigrantes clandestinos
a la explotación sexual que inicial-
mente no tiene porque ser violenta o
coactiva a los efectos de integrar el
tipo. Ello nos llevaría a una pena de
cinco a diez años de prisión.

4.- El legislador añade, en el artí-
culo 318. 3 bis, que si las conductas
descritas en los dos apartados ante-
riores, inmigración ilegal sin otros
fines, se realiza con ánimo de lucro,
que casi siempre estará presente en
la conducta básica y, además, se em-
plea violencia, intimidación o enga-
ño o abusando de una situación de
superioridad o de especial vulnerabi-
lidad de la víctima, este comporta-
miento autoriza a imponer la pena en
su mitad superior.

5.- En este caso, la Sala sentencia-
dora no ha aplicado directamente el
artículo 318 bis, en su faceta de ex-
plotación sexual de personas. Ha di-
seccionado la acción en una primera
parte en la que existe inmigración
ilegal o clandestina para después si-
tuarse en el apartado quinto del men-
cionado artículo y aplicar las penas
de cuatro a ocho años previstas en el
apartado 1º del artículo 318 bis del
Código Penal, en su grado superior
de ocho años a 12 años por la exis-
tencia de organización.

6.- De este modo elude la aplica-
ción de la modalidad de inmigración
clandestina con fines de explotación
sexual para desviar esta conducta ha-
cia el artículo 188.1 Código Penal
que protege la libertad e indemnidad
sexuales. Esta técnica ha dado lugar
a discrepancias interpretativas res-
pecto de la especialidad de la norma
de extranjería sobre la general que
castiga la prostitución de cualquier
persona de forma violenta. La cues-
tión fue llevada a Sala General el 30
de mayo de 2006 que después de de-
batir la alternativas se establece
como conclusión mayoritaria que la
concurrencia de comportamientos ti-
pificables como constitutivos el 
artículo 188.1 y del previsto en el ar-
tículo 318 bis, 2 del Código Penal
debe estimarse un concurso de deli-
tos, sin que se descarte la modalidad
del concurso real o el medial. Esta
última modalidad es la que reclama
se le aplique la recurrente.

7.- Antes de entrar en este debate
debemos analizar si está bien aplica-
da la modalidad agravada de la inmi-
gración ilegal que se contempla en el
apartado cinco del artículo 318 bis
del Código Penal. Permite la pena
superior en grado en el caso de que
la inmigración o tráfico ilegales rea-
lice por medio de una organización
dedicada a estos fines, estableciendo
además una hiperagravación para los
jefes de estas organizaciones.

8.- Sobre este punto, el hecho pro-
bado es en exceso vago e impreciso
al referir la existencia, por parte de
la recurrente, de una coordinación de
forma organizada y jerárquica que

mediante actos de presión en Nigeria
o España colaboraban con la inmi-
gración clandestina. Siguiendo con
las generalidades afirma que una vez
las chicas en territorio español las
distribuían en pisos, bajo la supervi-
sión de la recurrente, pero encargán-
dose de ello y de la recaudación va-
rias personas. Entre estas personas se
encontraba la otra acusada.

9.- A los efectos de la existencia
de una organización penalmente re-
levante se ha dicho por la jurispru-
dencia de esta Sala que es necesaria
una estructura, aunque sea elemen-
talmente diseñada, con un centro de
decisiones y con la posibilidad de
que su operatividad este por encima
de la actuación específica de una
sola persona que sea sobre la que re-
cae la supervivencia del proyecto
criminal. Esta trama tiene una doble
finalidad, hacer más operativa la ac-
tividad criminal y, al mismo tiempo,
diseminar las pistas haciendo más di-
fícil la investigación, bien por la dis-
gregación de los centros de decisión
o bien porque se hayan recubierto de
una apariencia legal. Ninguno de es-
tos presupuestos se contienen en el
relato fáctico, por lo que no cabe
apreciar la agravante de organiza-
ción.

10.- Con ello, nos queda el delito
base de inmigración ilegal y la con-
currencia con el delito de determina-
ción a la prostitución por medios
violentos y coactivos que nos sitúa
ante la posibilidad de un concurso
delictivo que, en este caso, estima-
mos que debe calificarse como me-
dial ya que el mismo texto de la sen-
tencia nos dice que la inmigración
era el primer paso para la explota-
ción sexual, inicial fin de toda la ac-
tuación criminal. Por ello, estima-
mos que sería de aplicación el
artículo 77 del Código Penal.

11.- Ante esta situación la puni-
ción de las conductas nos llevaría a
la pena de mayor gravedad en su
mitad superior. Es obligado realizar
los cálculos necesarios para descar-
tar que esta técnica punitiva del
concurso medial, cediese paso a
otro cálculo más beneficioso, como
sería el de penar ambos delitos por
separado. La mitad superior de la
pena del delito más grave (cuatro a
ocho años de prisión) sería de seis
años y un día a ocho años. En aten-
ción a las circunstancias del caso y
el grave reproche que merece el trá-
fico de personas y la explotación de
la prostitución nos podíamos situar
en el nivel máximo de los ocho
años, por lo que no surtiría efecto la
pena a imponer por el delito del artí-
culo 188.1 del Código Penal, apli-
cando el artículo 77 de dicho Códi-
go. En atención al mayor
protagonismo de la recurrente y a su
implicación en la conducta que se le
reprocha la pena estimada sería la
de ocho años de prisión por el delito
más grave (inmigración ilegal).

Por lo expuesto el motivo debe ser
parcialmente estimado

TERCERO.- La recurrente Sara
después de denunciar varios princi-
pios constitucionales se decanta por
la vulneración de su derecho a la
presunción de inocencia, que invoca
en sus dos motivos.

1.- Después de recordarnos las lí-
neas generales de nuestra jurispru-
dencia, mantiene que la testigo de
cargo declara de forma inconcreta y
sin la taxatividad y firmeza de una
prueba eficazmente inculpatoria. Es-
tima que ha incurrido en flagrantes
contradicciones. El recurso se orien-
ta hacia la contradicción de la conde-
na por inmigración ilegal y también
por la de determinación a la prostitu-
ción coactiva. Tacha sus imputacio-
nes de espurias.

2.- En relación con la actividad
probatoria nos remitimos a lo ex-
puesto en la sentencia recurrida. Los
razonamientos y análisis de las prue-
bas alcanzan seis folios de los que se
podrá discrepar, pero no....tejar... de
juicios erróneos y carentes de lógica
y razonabilidad probatoria. Los testi-
monios se analizan con detalle, se
tienen en cuenta su lejanía en el
tiempo, pero se admite a pesar de
todo su credibilidad y objetividad.
Tiene también relevancia la cone-
xión de las manifestaciones con las
actuaciones de la policía y los docu-
mentos que se encuentran y sobre
todo con las llamadas telefónicas le-
galmente interceptadas y transcritas.

3.- Aunque esta parte no recurre
por cuestiones de fondo es aplicable
lo que hemos expuesto sobre la cali-
ficación jurídica de los hechos por lo
que de conformidad con lo previsto
en el artículo 903 de la Ley de Enjui-
ciamiento Criminal se debe estable-
cer una misma calificación de los he-
chos, lo que nos llevaría en este caso
a una pena menor, debido a que la
sentencia no le atribuye la capacidad
y actividad de la otra recurrente. En
consecuencia, y reproduciendo las ra-
zones ya expuestas sobre la gravedad
de los hechos, la pena acomodada a
la conducta de la recurrente sería la
de siete años y un día de prisión.

Por ello su recurso debe ser par-
cialmente estimado

FALLO

Que debemos declarar y declara-
mos haber lugar parcialmente a los
recursos de casación interpuestos por
las representaciones procesales de
Leticia y Sara, casando y anulando la
sentencia dictada el día 13 de octu-
bre de 2008 por la Audiencia Provin-
cial de Madrid, Sección 7ª en la cau-
sa seguida contra las mismas por un
delito de inmigración ilegal y ame-
nazas. Declaramos de oficio las cos-
tas causadas. Comuníquese esta re-
solución, y la que a continuación se
dicte, a la mencionada Audiencia a
los efectos oportunos, con devolu-
ción de la causa en su día remitida.

Así por esta nuestra sentencia, que
se publicará en la Colección Legisla-

tiva lo pronunciamos, mandamos y
firmamos. Juan Saavedra Ruiz.- Car-
los Granados Pérez.- Julián Sánchez
Melgar.- Miguel Colmenero Menén-
dez de Luarca.- José Antonio Martín
Pallín.

SEGUNDA SENTENCIA

En la Villa de Madrid, a nueve de
octubre de dos mil nueve

En la causa incoada por el Juzgado
de Instrucción número 24 de Madrid,
con el número 19/2006 contra Leti-
cia y Sara, en prisión provisional por
la presente causa, en la cual se dictó
sentencia por la mencionada Audien-
cia con fecha 13 de octubre de 2008,
que ha sido casada y anulada por la
pronunciada en el día de hoy por esta
Sala Segunda del Tribunal Supremo,
integrada por los Excmos. Sres. ex-
presados al margen, bajo la Ponencia
del Excmo. Sr. D. José Antonio Mar-
tín Pallín, que hace constar lo si-
guiente:

ANTECEDENTES

PRIMERO.- Se dan por reproduci-
dos los antecedentes de hecho y he-
chos probados de la sentencia recu-
rrida.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

1.- Se dan por reproducidos los
fundamentos de derecho segundo y
tercero de la sentencia antecedente.

PARTE DISPOSITIVA

Fallamos: Que debemos condenar
y condenamos a Leticia, como auto-
ra de un delito de inmigración ilegal
en concurso medial con otro relativo
a la determinación coactiva a la
prostitución, a la pena de ocho años
de prisión.

Que debemos condenar y conde-
namos a Sara, como autora de un de-
lito de inmigración ilegal en concur-
so medial con otro relativo a la
determinación coactiva a la prostitu-
ción, a la pena de siete años y un día
de prisión.

Se mantiene el resto de los pro-
nunciamientos de la sentencia recu-
rrida en cuanto no se opongan a la
presente.

Así por esta nuestra sentencia, que
se publicará en la Colección Legisla-
tiva lo pronunciamos, mandamos y
firmamos. Juan Saavedra Ruiz.- Car-
los Granados Pérez.- Julián Sánchez
Melgar.- Miguel Colmenero Menén-
dez de Luarca.- José Antonio Martín
Pallín.

Publicación.- Leídas y publica-
das han sido las anteriores senten-
cias por el Magistrado Ponente
Excmo. Sr. D. José Antonio Martín
Pallín, mientras se celebraba au-
diencia pública en el día de su fe-
cha la Sala Segunda del Tribunal
Supremo, de lo que como Secreta-
rio certifico.



FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- En la campaña elec-
toral de las elecciones generales del
9 de marzo de 2008 se celebraron
dos debates entre los candidatos a la
presidencia del Gobierno del Partido
Socialista Obrero Español (PSOE) y
del Partido Popular (PP). Esos deba-
tes fueron organizados y celebrados
en la Academia de la Televisión que
ofreció la señal en abierto a todas las
cadenas públicas y privadas que de-
searan retransmitirlos. 

El acuerdo entre esas formaciones
políticas que permitió realizarlos se
alcanzó poco antes del comienzo de
la campaña electoral cuando la Cor-
poración de RTVE ya había elabora-
do el plan de cobertura informativa
de las elecciones. Por eso, tuvo que
modificarlo para incluir la retransmi-
sión de esos dos debates y, también,
para incorporar las medidas de com-
pensación para las demás formacio-
nes políticas con grupo parlamenta-
rio propio (PSOE, PP, IU, CiU,
ERC, CC y PNV) a fin de cumplir
con su función de servicio público y
de preservar el pluralismo político.

Así, tras la celebración del prime-
ro el 25 de febrero de 2008, RTVE
mantuvo el “Gran Debate” previsto
para las 22 horas del día 28 siguiente
con la participación de representan-

tes de esos siete grupos parlamenta-
rios. Se emitió por La 1, el Canal In-
ternacional, Radio Nacional de Espa-
ña y por la web de TVE y tuvo una
duración de unos ciento veinte minu-
tos. 

Y, para después del segundo deba-
te a dos, que tuvo lugar el 3 de mar-
zo, dispuso otro debate a siete bajo
el formato del programa “59 segun-
dos” a emitir en el horario habitual
de ese programa -las 0 horas- del día
6 de marzo por La 1 y el Canal Inter-
nacional con similar duración al pri-
mero.

Las formaciones políticas ahora
recurrentes -la Federación de Con-
vergéncia i Unió (CiU), el Partido
Nacionalista Vasco (Euzko Alderdi
Jeltzalea (EAJ/PNV) y la Coalición
Izquierda Unida (IU)- solicitaron a la
Junta Electoral Central que ordenara
que ese nuevo debate a siete tuviera
lugar a las 22 horas del día 5 de mar-
zo para que se produjera en el mismo
horario que el anterior y que los que
mantuvieron los candidatos a la pre-
sidencia del Gobierno del PSOE y el
PP. Sin embargo, no fue acogida esa
pretensión porque según manifiesta
el acuerdo ahora recurrido,

“la modificación del Plan de Co-
bertura Informativa de RTVE como
consecuencia de la retransmisión del

segundo debate entre los candidatos
del PSOE y del PP del día 3 de mar-
zo es conforme a los principios de
pluralismo político y neutralidad in-
formativa sin que corresponda a esta
Junta, cambiar el horario ordinario
ni, por otra parte, modificar el hora-
rio habitual del programa”59 segun-
dos” previsto para su emisión como
compensación a dicho debate”.

Tal como se ha reflejado en los an-
tecedentes, esta Sala, por auto de 5
de marzo de 2008, a solicitud de los
recurrentes, tomó la medida cautelar
provisionalísima de ordenar la re-
transmisión de ese espacio de com-
pensación entre las 22 y las 24 horas
de ese mismo día.

SEGUNDO.- En su demanda los
recurrentes invocan los artículos
20.3 y 106 de la Constitución para
impugnar el acuerdo de la Junta
Electoral Central y se apoyan en su
Instrucción de 13 de septiembre de
1999 haciendo hincapié en las medi-
das de compensación que se han de
adoptar a favor de los candidatos de
las demás formaciones políticas con
representación parlamentaria en las
elecciones precedentes y en la fisca-
lización que sobre ellas ha de ejercer
la Junta, que, afirman, puede contro-
lar la existencia y proporcionalidad
de esas medidas y, en este caso,
comprobar si la prevista emisión del
programa a las 24 horas era o no
proporcionada y servía, por tanto,
como compensación efectiva. 

A este respecto, los recurrentes
sostienen que no era así por la menor
audiencia que hay en el horario al
que se pensaba emitir y porque no se
había observado el precedente senta-
do el 28 de febrero de 2008, con mo-
tivo del primer debate a siete, re-
transmitido a las 22 horas.

Por todo ello, piden que declare-
mos la nulidad del acuerdo recurri-
do.

TERCERO.- La contestación a la
demanda comienza diciendo que,
después de que la Sala adoptara la
medida cautelar y diera satisfacción
a la pretensión fundamental de los
recurrentes, lo que implícitamente
supone considerar que el acuerdo de
la Junta Electoral Central no era con-
forme a Derecho, no es probable que
ahora llegue a una solución diferen-
te. 

Por eso, más que combatir la de-
manda se propone explicar las razo-
nes que llevaron al acuerdo de 3 de
marzo de 2008 y pone de manifiesto
la importancia de esta sentencia para
futuros procesos electorales.

Resume, seguidamente, la doctrina
de la Junta Electoral Central sobre
los debates, elaborada a partir de los
artículos 8.1 y 66 de la Ley Orgánica
del Régimen Electoral General, y
que dio lugar a la Instrucción de 13
de septiembre de 1999. Doctrina que
se resume en afirmar la inexistencia
de obstáculos a su celebración (1); la

competencia de los medios para or-
ganizarlos dentro del respeto al plu-
ralismo político y social y a la neu-
tralidad informativa (2); y para
decidir su carácter bilateral o multi-
lateral a la vista de la audiencia pre-
via de las candidaturas (3); el carác-
ter no desproporcionado de celebrar
un debate entre los candidatos de las
dos formaciones políticas más vota-
das en las elecciones precedentes y
otro con las restantes que lograron
representación parlamentaria (4); y
el deber de compensar, en el caso de
debates bilaterales, a las demás enti-
dades políticas que obtuvieron repre-
sentación en las últimas elecciones
equivalentes con entrevistas, otros
debates o información adecuada y
proporcionada de las correspondien-
tes actuaciones de la campaña elec-
toral (5).

Después, resalta el casuismo de la
materia y precisa que la Junta Elec-
toral Central solamente interviene en
estos casos a instancia de la parte
afectada, guiándose por los princi-
pios mencionados y evitando toda
injerencia que no sea estrictamente
imprescindible para restablecerlos. 

En este sentido, subraya que evita
verse obligada a señalar la forma de
la compensación y que el artículo 66
de la Ley Orgánica del Régimen
Electoral General no le atribuye po-
testades de dirección de los medios,
a los que no debe sustituir sino sólo
vigilar, que es precisamente lo que
pretendió en el supuesto que ha dado
lugar a este proceso.

Sobre la cuestión controvertida
dice que la Junta Electoral Central
no renunció al control de las medi-
das de compensación previstas por
RTVE, sino que lo ejerció, si bien de
una manera que no satisfizo a los re-
currentes. 

Prosigue afirmando que el acuerdo
impugnado respeta los principios de
pluralismo político y social y de neu-
tralidad informativa. Insiste en que
para apreciar que así fue es impor-
tante tener presentes las circunstan-
cias en que se organizaron los deba-
tes bilaterales, entre las que destaca
que la única discrepancia que surgió
sobre la compensación propuesta
tras el segundo es la relativa a la
hora de emisión. Sobre el particular,
admite que la audiencia a las 22 ho-
ras es muy superior a la que hay a las
24 horas. 

No obstante, se fija en el coste que
supone modificar la programación
televisiva con sólo veinticuatro horas
de antelación y en que la audiencia
de los debates multilaterales es nota-
blemente inferior a la de los debates
bilaterales. También considera que la
alternativa compensatoria se incluía
en un programa que se emitía en su
horario habitual, lo que indica que
RTVE entiende que cuenta con una
audiencia razonable. 

En fin, se fija en que, mientras los
candidatos que celebraron el debate
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llo de la Cueva

Nulidad del acuerdo de la Junta Elec-
toral General adoptado sobre debates
electorales bilaterales y multilaterales

El TS estima el recurso contencioso administrativo interpuesto por
varias formaciones políticas y declara contrario a los principios de plu-
ralismo político y neutralidad informativa el acuerdo de la Junta Electo-
ral Central por el que se declaró que la modificación del plan de cober-
tura informativa de RTVE de las elecciones generales de marzo 2008,
como consecuencia de la retransmisión por TVE del segundo debate en-
tre los candidatos del PSOE y del PP, era conforme a los principios de
pluralismo político y neutralidad informativa, sin que corresponda a esta
Junta cambiar el horario ordinario ni, por otra parte, modificar el hora-
rio habitual del programa “59 segundos”, previsto para su emisión
como compensación a dicho debate. La Sala considera que siendo cons-
ciente la Junta Electoral Central, como lo era, de que el horario no es
indiferente para la audiencia y de que el mayor seguimiento se produce a
las 22 horas y no a las 24 horas, ante la reclamación de los actores de-
bió requerir a RTVE para que procediera a modificar en ese extremo su
plan de cobertura informativa y emitiera el debate a siete en ese horario
preferente que va de las 22 a las 24 horas. El mismo en que se retransmi-
tieron los debates bilaterales que originaron la necesidad de compensa-
ciones y el primero multilateral.
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a dos pertenecen a partidos con una
representación mucho más amplia
que la lograda anteriormente por los
que recurren, sucede que dos de ellos
solamente se presentan en cuatro cir-
cunscripciones y que la formación
que sí lo hace en la mayor parte de
España había logrado menos del 5%
de los votos en las elecciones equi-
valentes anteriores. 

Y en que la programación de la
que se habla era de ámbito nacional.

Esto era bastante, concluye la con-
testación a la demanda, para consi-
derar razonable, no discriminatoria
ni contraria al principio de pluralis-
mo político y social, la propuesta de
RTVE.

CUARTO.- El recurso debe ser es-
timado, pues, efectivamente, el
acuerdo de la Junta Electoral Central
aquí impugnado no es conforme al
ordenamiento jurídico.

Para ponerlo de manifiesto convie-
ne recordar las razones que nos lle-
varon a acordar la medida cautelar
que nos pidieron los recurrentes. En
el auto de 5 de marzo de 2003 diji-
mos:

“El examen de los documentos
aportados por los recurrentes revela
que disponemos de elementos de jui-
cio suficientes para resolver en sede
cautelar y de forma provisionalísima
sobre lo que se nos solicita. 

Asimismo, permite comprobar que
las condiciones en que el segundo
debate entre los representantes de los
siete grupos parlamentarios a los que
se viene haciendo referencia previsto
para la noche de hoy difieren en un
aspecto tan sensible y determinante
de la audiencia -puede aceptarse esta
apreciación con los datos que se nos
ofrecen- como es el horario de emi-
sión, de las observadas en el que se
celebró el 28 de febrero pasado.

Esto significa que la finalidad
compensatoria que justifica su pro-
gramación no se alcanzará ahora en
la misma medida que la semana pa-
sada ya que la posibilidad de que lo
siga un mayor número de espectado-
res es un factor decisivo para la efec-
tividad de esta medida, claramente
dirigida a crear condiciones de igual-
dad en el proceso electoral y a pre-
servar la expresión en el seno del
mismo del pluralismo político y so-
cial.

Por lo que se ha expuesto, a falta
de razones en el acuerdo recurrido
que expliquen el cambio de horario
de emisión respecto del observado
el 28 de febrero de 2008, desde la
perspectiva de la preservación de
los principios sentados por la Ley
Orgánica del Régimen Electoral
General, debemos aceptar los argu-
mentos de los recurrentes y consi-
derar que el mantenimiento de las
condiciones de igualdad y de respe-
to al pluralismo político y social
exigen que adoptemos la medida

cautelar que nos piden ya que, por
otra parte, no apreciamos perjuicios
a los intereses generales ni a los de
terceros que aconsejen una decisión
distinta”.

QUINTO.- La Sala, tras examinar
las alegaciones que las partes han
formulado en sus escritos de deman-
da, contestación y conclusiones,
debe confirmar, dándole carácter de-
finitivo, el juicio al que llegó en sede
cautelar porque los argumentos que
nos ofrece la Junta Electoral Central
no desvirtúan la apreciación que hi-
cimos en aquél momento. 

En efecto, siendo sumamente co-
rrecta la exposición que hace la con-
testación a la demanda de los princi-
pios por los que se rige en materia de
debates electorales, no sucede lo
mismo con las conclusiones a las
que llega al no apreciar en su justa
medida las circunstancias concurren-
tes.

La cuestión que plantearon los
ahora actores tenía que ver con el
mantenimiento de las condiciones de
igualdad que la Administración
Electoral debe preservar en el proce-
so electoral y con el respeto a los
principios de pluralismo político y
social y de neutralidad informativa
(artículos 8.1 y 66 de la Ley Orgáni-
ca del Régimen Electoral General)
ante las modificaciones que RTVE
introdujo en su Plan de Cobertura In-
formativa de las Elecciones Genera-
les del 9 de marzo de 2008 con moti-
vo de la retransmisión en directo de
los dos debates celebrados entre los
candidatos a la presidencia del Go-
bierno del PSOE y del PP. 

Condiciones y respeto que, como
bien recuerda la contestación a la de-
manda, no se discutieron respecto de
la compensación dispuesta a propó-
sito del primer debate, ni tampoco
con motivo de la correspondiente al
segundo, salvo en lo relativo a su ho-
rario de emisión.

Es de este último -y no del forma-
to del programa en que se produciría
el debate a siete- de lo que discrepa-
ban CiU, PNV e IU y, entre otros ar-
gumentos, ponían de manifiesto la
falta de razones para cambiar el cri-
terio seguido una semana antes. La
respuesta de la Junta Electoral Cen-
tral no explica por qué ha de aceptar-
se en este caso una solución distinta
a la seguida con el primer debate
multilateral. 

Desde luego, no son razones váli-
das la de que se utilizaba un espacio
-”59 segundos”- de la programación
habitual y que se respetaba su hora-
rio de emisión, en el cual ha de pre-
sumirse que hay audiencia suficien-
te. 

Y no son válidas porque de lo que
se trata es de compensar a las demás
formaciones políticas por el debate
bilateral en el que no tomaron parte
y de restablecer la igualdad y el plu-
ralismo político y social así como la

neutralidad informativa de RTVE
que, de otro modo, podrían verse
comprometidos. 

No es ocioso recordar a este res-
pecto que la Constitución quiere que
la igualdad sea real y efectiva y que
ese mandato de su artículo 9.2 debe
llevar, ante alternativas diferentes, a
elegir aquélla que mejor asegura su
efectividad. Y poca duda cabe de
que aquí esa alternativa era la recla-
mada por los recurrentes.

Siendo consciente la Junta Electo-
ral Central, como lo era, de que el
horario no es indiferente para la au-
diencia y de que el mayor segui-
miento se produce a las 22 horas y
no a las 24 horas, ante la reclama-
ción de los actores debió requerir a
RTVE para que procediera a modifi-
car en ese extremo su Plan de Cober-
tura Informativa y emitiera el debate
a siete en ese horario preferente que
va de las 22 a las 24 horas. 

El mismo en que se retransmitie-
ron los debates bilaterales que origi-
naron la necesidad de compensacio-
nes y el primero multilateral. Por
tanto, el interés público al que sirve
RTVE, necesariamente vinculado en
este caso a la garantía de los princi-
pios de igualdad, pluralismo y neu-
tralidad informativa de los que veni-
mos hablando, garantía
materializada en ese debate a siete,
debió ser hecho valer por la Junta
Electoral Central frente al manteni-
miento de la programación ordinaria
por el que se preocupa la contesta-
ción a la demanda.

Esa medida que no adoptó no sig-
nificaba, por lo demás, en este su-
puesto una injerencia indebida en la
autonomía de RTVE porque, de un
lado era necesaria para restablecer
la situación que los debates bilate-
rales cambiaron y, de otro, porque
la propia RTVE, que había dispues-
to la emisión del llamado “Gran
Debate” a las 22 horas del día 28 de
febrero, no ofreció razones para si-
tuar a las 0 horas del día 6 de mar-
zo el segundo debate a siete en vez
de hacer como en la semana ante-
rior, y emitirlo a las 22 horas del
día 5.

No altera cuanto se viene dicien-
do el hecho de que, de los recurren-
tes, dos sean formaciones políticas
que no concurren en toda España
(CiU y PNV) y que la tercera (IU)
lograra un número de votos inferior
al 5% en las precedentes elecciones
generales. La Ley Orgánica del Ré-
gimen Electoral General se fija en
la representatividad de las diferen-
tes fuerzas políticas en las eleccio-
nes previas del mismo ámbito a la
hora de distribuir los espacios gra-
tuitos de propaganda (artículos 60 y
siguientes). 

Pero aquí no nos encontramos ante
propaganda sino ante el Plan de Co-
bertura Informativa de las Eleccio-
nes Generales de RTVE y ante las
consecuencias de la retransmisión de

los debates electorales entre los can-
didatos de los dos principales parti-
dos políticos de España y del amplio
seguimiento que logran.

Esa circunstancia, el alto interés
que reviste para la audiencia este
tipo de espacios, plasmado en las
mediciones que constan en las actua-
ciones, hace que sea respetuosa con
los principios de los artículos 8 y 66
de la Ley Orgánica del Régimen
Electoral General la retransmisión de
los debates entre los candidatos a la
presidencia del Gobierno de esos dos
principales partidos, pero, también,
exige que el tratamiento a dar a las
restantes formaciones que han dis-
puesto de grupo parlamentario pro-
pio -criterio utilizado por RTVE para
definir los beneficiarios del “Gran
Debate” y extendido al segundo a
siete- no se aparte sustancialmente
de las condiciones de realización y
emisión observadas con aquéllos. 

De no ser así, se resentiría la
igualdad de condiciones entre los
contendientes en las elecciones, no
se expresaría suficientemente el plu-
ralismo político y social ni se respe-
taría la neutralidad informativa que
debe mantener RTVE, precisamente,
por no permitirse que la información
que surge del debate a siete pueda
llegar a los electores del mismo
modo que la emanada de los debates
a dos.

No se hace imposición de costas.

En atención a cuanto se ha expues-
to, en nombre del Rey y por la auto-
ridad que nos confiere la Constitu-
ción Española,

FALLO

1º Que estimamos el recurso con-
tencioso-administrativo núm.
172/2008, interpuesto por la Federa-
ción de Convergéncia i Unió, el Par-
tido Nacionalista Vasco/Euzko Al-
derdi Jeltzalea y la Coalición de
Izquierda Unida contra el acuerdo de
la Junta Electoral Central de 3 de
marzo de 2008, que anulamos.

2º Que no hacemos imposición de
costas.

Así por esta nuestra sentencia, que
deberá insertarse por el Consejo Ge-
neral del Poder Judicial en la publi-
cación oficial de jurisprudencia de
este Tribunal Supremo, definitiva-
mente juzgando, lo pronunciamos,
mandamos y firmamos. Ramón Tri-
llo Torres.- Juan José González Ri-
vas.- Nicolás Maurandi Guillén.- Pa-
blo Lucas Murillo de la Cueva.- José
Díaz Delgado.- Enrique Cancer La-
lanne

Publicación.- Leída y publicada
fue la anterior sentencia por el Ma-
gistrado Ponente Excmo. Sr. D. Pa-
blo Lucas Murillo de la Cueva, es-
tando constituida la Sala en
audiencia pública en el día de su fe-
cha, lo que, como Secretario de la
misma, certifico.



FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- 1. La sentencia recu-
rrida, dictada el día 7 de julio de
2008 por el Tribunal Superior de Jus-
ticia de Cataluña, contempla el caso
de una trabajadora que, tras ser de-
clarada en situación de gran invali-
dez, comenzó a prestar sus servicios,
como trabajadora social, primero con
contrato a tiempo parcial 66’80 por
100 de la jornada) y luego a tiempo
completo, en determinada Fundación.
La Entidad Gestora, al tener conoci-
miento de los hechos, inició expe-
diente de revisión de la incapacidad
permanente que terminó por resolu-
ción declarando que no procedía re-
visar la declaración de incapacidad
permanente, pero si suspender tem-
poralmente el pago de la prestación,
salvo el incremento destinado a pagar
la ayuda de otra persona, mientras la
beneficiaria trabajase. Contra esa re-
solución se interpuso demanda que,
aunque fue estimada en la instancia,
donde se declaró compatible el cobro
de la pensión con el trabajo, fue de-
sestimada por la sentencia de suplica-
ción, objeto del presente recurso de
casación unificadora, al entenderse
que el cobro de la prestación sólo era
compatible con aquellas actividades,
marginales o residuales, que no com-
prendan el núcleo funcional de una
profesión u oficio.

2. Como sentencia de contraste, se
alega por el recurso la dictada por el

Tribunal Superior de Justicia del
País Vasco el 11 de octubre de 2005
en el recurso de suplicación 1109/05.
Se trataba en ella de un trabajador,
tubero industrial, que, tras ser decla-
rado en situación de incapacidad per-
manente absoluta, empezó a prestar
servicios laborales como profesor de
formación vial, en clases teóricas. El
INSS, iniciado expediente de revi-
sión resolvió declarar incompatible
el desempeño de esa actividad con el
cobro de la pensión, resolución con-
tra la que interpuso el beneficiario
demanda que fue estimada en supli-
cación por la sentencia de contraste,
al entender que la actividad desarro-
llada no era incompatible con el es-
tado del inválido y que ese hecho no
revelaba un cambio en su capacidad
de trabajo.

3. Las sentencias comparadas son
contradictorias en los términos re-
queridos por el artículo 217 de la
Ley de Procedimiento Laboral para
la viabilidad del recurso que nos
ocupa, por cuánto, ante hechos, fun-
damentos y pretensiones similares se
han dictado resoluciones que han
dado soluciones diferentes. El hecho
de que en la sentencia recurrida se
trate de la situación de un gran invá-
lido, mientras que en la de contraste
se contemple el caso de un incapaz
permanente absoluto no desvirtúa lo
dicho, por cuánto lo relevante es que
en ambos casos se interpreta el mis-
mo precepto legal, el artículo 141-2

de la L.G.S.S., que es aplicable a las
dos situaciones y que esa aplicación
se hace de forma distinta. En nuestra
sentencia de 10 de noviembre de
2008 (Rec. 56/08) se contempló un
supuesto igual al presente y se esti-
mó que existía contradicción por in-
terpretarse de forma diferente el pre-
cepto antes citado, aunque en un
caso se trataba de un incapaz perma-
nente absoluto y en la sentencia de
contraste de un gran inválido. Proce-
de, por tanto, entrar a conocer del
fondo del recurso y a establecer la
doctrina más adecuada, cual requiere
el artículo 226 de la Ley de Procedi-
miento Laboral.

SEGUNDO.- La cuestión plantea-
da consiste en interpretar el artículo
141-2 de la Ley de Procedimiento
Laboral y determinar que actividades
son compatible con el cobro de una
pensión por incapacidad permanente
absoluta o por gran invalidez.

La controversia ha sido resuelta ya
por esta Sala en sus sentencias de 30
de enero de 2008 (Rec. 480/07) y 10
de noviembre de 2008 (Rec. 56/08)
en favor de la tesis de la compatibili-
dad que sostiene la sentencia de con-
traste. A esa solución interpretativa
debe estarse al no ofrecerse argu-
mentos que justifiquen un cambio de
criterio. La decisión en favor de la
compatibilidad se funda principal-
mente, como se dice en la primera de
las sentencias citadas que fue dictada
por el Pleno de la Sala, en las si-
guientes consideraciones:

“a.- La interpretación restrictiva
mantenida por el INSS no siempre
ha sido la acogida por la jurispruden-
cia social (como más arriba hemos
adelantado), pues ya la STS
02/03/79 había mantenido que “el
trabajador en situación de incapaci-
dad permanente absoluta para todo
trabajo, por lo dispuesto en el art.
24-4 de la O. de 15 abril 1969, puede
realizar todas las actividades labora-
les que sean compatibles con su si-
tuación, sin limitación alguna, sin
que en ningún extremo de la disposi-
ción legal se afirme que sólo puede
desempeñar actividades “superfluas,
accidentales o esporádicas”“; y la ya
citada STS 06/03/89 considera ina-
plicable las limitaciones derivables
del art. 138-2 LGSS/74 a quienes ha-
bían sido declarados en situación de
IPA sin derecho a prestaciones).

b.- La literalidad del precepto -art.
141.2 LGSS/94 - apunta a la plena
compatibilidad trabajo/pensión (“la
pensiones... no impedirán... aquellas
actividades... compatibles”), al no
establecer límite alguno a la simulta-
neidad referida, que resulta exigible
ex art. 35 ET, siendo de destacar que
la remisión que al Reglamento se
hace exclusivamente en el apartado
primero del precepto, para la IPT.

c.- La opción interpretativa contra-
ria llevaría a hacer de mejor condi-
ción al trabajador declarado en IPT
(legalmente apto para cualquier acti-
vidad que no sea la profesión u ofi-

cio para la que haya sido declarado
inválido) que al incapaz declarado en
IPA (al que se le negaría toda activi-
dad -e ingresos- extramuros de la
marginalidad).

d.- La incompatibilidad de que tra-
tamos tendría un cierto efecto des-
motivador sobre la reinserción social
y laboral de quien se halla en IPA o
GI, pues aunque las cotizaciones sa-
tisfechas por el nuevo trabajo habrí-
an de tener eficacia respecto de pres-
taciones futuras (pensión de
Jubilación/nueva prestación por IPA;
con independencia del régimen de
incompatibilidad de pensiones y del
derecho de opción que establece el
art. 122 LGSS), lo cierto es que la
suspensión de la pensión por la per-
cepción de ingresos debidos al traba-
jo ordinario (consecuencia impuesta
-se dice- por la lógica del Sistema)
privaría prácticamente de estímulo
económico a una actividad que con
todo seguridad ha de realizarse con
considerable esfuerzo -psicofísico-
por parte del inválido; y

e.- Este planteamiento cobra pleno
vigor si se atiende a las nuevas tec-
nologías (particularmente informáti-
cas y de teletrabajo), que consienten
pluralidad de actividades laborales -
a jornada completa- a quienes se en-
cuentran en situaciones de IPA o GI,
de manera que la compatibilidad
ahora defendida representa -en el in-
dicado marco de actividades seden-
tarias- un considerable acicate para
la deseable reinserción social de los
trabajadores con capacidad dismi-
nuida.

3.- Es innegable que el plantea-
miento contrario (seguido por la Re-
solución de 2/noviembre/92, de la
Dirección General de Ordenación
Jurídica y Entidades Colaboradoras
de Seguridad Social) apunta ya en el
art. 2 del RD 1071/1984 (23/mayo) y
se evidencia aún más en la OMIL
(OM 18/01/96), dictada para el desa-
rrollo del RD 1300/95 (21/julio), so-
bre incapacidades laborales del siste-
ma de la Seguridad Social, en cuyo
art. 18.4 se regula la actuación de la
Dirección Provincial del INSS para
los supuestos de que el perceptor de
IP ejerciese trabajos por cuenta pro-
pia o ajena, “en función de la incom-
patibilidad que pueda existir entre el
percibo de la pensión y el trabajo de-
sarrollado, dando lugar a la suspen-
sión de aquélla (prestación por inca-
pacidad permanente), cuando la
actividad laboral exceda de los lími-
tes permitidos por el artículo 141.2
de la Ley General de la Seguridad
Social “. Pero estas disposiciones re-
glamentarias han de ser consideradas
“ultra vires” de la manifestación le-
gal de compatibilidad que establece
el art. 141.2 LGSS (recordemos que
no se remite a desarrollo reglamenta-
rio alguno) y -por lo mismo- inefica-
ces; lo que afirmamos sin perjuicio
de reconocer la complejidad del pro-
blema y la indudable conveniencia
de que la materia sea regulada por el
legislador con una mayor claridad y
precisión.”.
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2009/265817

TS Sala 4ª, Sentencia: 14 octubre 2009. Ponente: D. José Manuel López García de la
Serrana

Compatibilidad

Reconocimiento del derecho a traba-
jar a perceptora de pensión por GI

Recurre en casación para la unificación de doctrina la demandante,
declarada en situación de gran invalidez, contra sentencia que acordó la
incompatibilidad entre la actividad que desarrollaba como trabajadora
social y la percepción íntegra de la pensión que tenía reconocida y que
fue suspendida por el INSS.

Entiende la Sala que la trabajadora puede realizar todas las activi-
dades laborales que sean compatibles con su situación, sin limitación al-
guna, y no, como pretende la Entidad Gestora, simplemente las activida-
des marginales o superfluas que no comprendan el núcleo principal de
una profesión u oficio. Añade que, sostener la incompatibilidad tendría
un efecto desmotivador sobre la reinserción social y laboral de quien,
como la actora, se halla en situación de GI pues la suspensión de la pen-
sión privaría prácticamente de estímulo económico a una actividad que
con toda seguridad ha de realizarse con considerable esfuerzo. Por el
contrario, la compatibilidad sería un considerable acicate para la rein-
serción social de los trabajadores con capacidad disminuida.



2009/234643

TS Sala 2ª, Sentencia 18 septiembre 2009.
Ponente: D. Manuel Marchena Gómez

Absolución del delito de simulación
de delito al no darse la tipicidad

Desestimando el recurso de casación
interpuesto por uno de los acusados, la
Sala acoge parcialmente el formulado
por los otros dos condenados contra
sentencia dictada en causa seguida a
los mismos por delitos de apropiación
indebida y simulación de delito. El
Alto Tribunal dicta segunda sentencia
por la que absuelve a los recurrentes
de este último delito, pues aunque es
cierto que ambos contribuyeron a una
estrategia de comisión que incluía la
escenificación de un atraco, pero tal
plan, por más que estuviera concerta-
do, no necesariamente tiene que tradu-
cirse, como parece sugerir la sala de
instancia, en una forma de autoría de
un delito del art. 457 CP 95, pues nin-
guno de ellos realiza la acción típica.

2009/234639

TS Sala 2ª, Sentencia 24 septiembre 2009.
Ponente: D. Carlos Granados Pérez

Absolución del delito de tenencia
de moneda falsa

Desestimando el recurso de casación
interpuesto por uno de los acusados, la

Sala acoge parcialmente el formulado
por el otro imputado, ambos contra
sentencia dictada en causa seguida a
los mismos por delitos de tenencia de
moneda falsa, en la modalidad de tar-
jetas de crédito, y delitos continuados
de estafa y falsedad de documento ofi-
cial. El Alto Tribunal dicta segunda
sentencia por la que absuelve al recu-
rrente del delito de tenencia de mone-
da falsa, ya que no puede afirmarse
acreditada una tenencia de tarjetas ma-
nipuladas para su expendición o distri-
bución, y que no se declara probada su
posesión o disposición sobre el mate-
rial que permitía la alteración de las
bandas magnéticas, ni estaba en pose-
sión de un número suficiente de tarje-
tas de crédito falsificadas que permi-
tiera inferir ese ánimo de expendición
o distribución.

2009/283213

TS Sala 3ª, Sección 2ª, Sentencia 11 noviembre
2009. Ponente: D. Manuel Vicente Garzón Herrero

Incompetencia del TEAC por no
alcanzar la cuantía requerida uno
de los pronunciamientos de la
AEAT impugnados

El TS desestima el recurso de casa-
ción interpuesto por la empresa accio-
nante frente a sentencia que confirmó
la incompetencia del TEAC, por razón

de la cuantía, para el conocimiento de
la reclamación económico-administra-
tiva interpuesta contra acuerdo que de-
claró generada en fraude de ley la pér-
dida declarada en IRPF. Señala la Sala
que de los dos pronunciamientos adop-
tados por la resolución de la AEAT re-
currida, solo uno de ellos afectaba al
recurrente, y es evidente que no alcan-
za la cuantía que otorga competencia
al TEAC.

2009/271408

TS Sala 4ª, Sentencia 23 octubre 2009.
Ponente: D. Mariano Sampedro Corral

Existencia de sucesión de empresas
y consecuente despido
improcedente
El TS estima el recurso de casación

para la unificación de doctrina inter-
puesto por los trabajadores demandan-
tes frente a sentencia que rechazó la
existencia de despido y declaró la ina-
decuación de procedimiento al consi-
derar que se produjo una modificación
de las condiciones de trabajo.
La Sala señala que se dan los ele-

mentos requeridos para apreciar la
existencia de sucesión de empresa,
pues la unidad productiva que se
transmite -suministro de radiofárma-
cos y servicios de gestión de residuos
radioactivos de los hospitales del Ser-
vicio Andaluz de Salud- constituye
una entidad económica que mantiene
su identidad como conjunto de medios

organizados a fin de llevar a cabo una
actividad económica y, además, con-
curre la transmisión de elementos pa-
trimoniales, consistentes en el local e
instrumentos correspondientes para la
prestación del servicio, que era pro-
piedad del servicio autonómico, así
como el stock de fármacos que por
pago de amortización adquirió la nue-
va adjudicataria, lo que conduce a
concluir que existió una sucesión de
empresas y que el cese de los recu-
rrentes supuso un despido improce-
dente.

2009/245802

TS Sala 4ª, Sentencia 15 septiembre 2009.
Ponente: D. Fernando Salinas Molina

Fraude en contratación temporal
determinante de improcedencia de
despido

El TS desestima el recurso de casa-
ción para la unificación de doctrina in-
terpuesto por la Administración Auto-
nómica demandada frente a sentencia
que declaró la improcedencia del des-
pido del actor.
La Sala señala que los contratos tem-

porales concertados entre las partes
para la ejecución de un programa pú-
blico determinado financiado con fon-
dos europeos se han realizado en frau-
de de ley porque los servicios tienen
carácter permanente; ello se refuerza
con la constatación de que el actor ha
venido siendo contratado desde el año
2000 para las mismas funciones que
consisten en desarrollar los contenidos
prácticos de la especialidad estableci-
dos en las programaciones y organizar
y dirigir el trabajo de los alumnos tra-
bajadores; por otro lado, la necesidad
de trabajo es de carácter intermitente o
cíclico ya que el compromiso de for-
mación ocupacional para jóvenes con
riesgo de exclusión social es estructu-
ral y los programas se vienen reiteran-
do anual y cíclicamente en años suce-
sivos; por todo ello, se confirma la
sentencia impugnada al establecer que
el contrato adecuado era indefinido de
carácter discontinuo y el cese del tra-
bajador supuso un despido improce-
dente.

EL DERECHO
D I A R I O    D E    J U R I S P R U D E N C I A

Madrid, 10 de febrero de 2010Año XVII. Número 2792

TERCERO.- La aplicación de la
anterior doctrina al caso de autos obli-
ga a estimar el recurso formulado por
Dª Elsa y, consecuentemente, a casar
y anular la sentencia recurrida por no
ser correcta la doctrina que sustenta y
resolviendo el debate planteado en su-
plicación desestimamos el recurso de
esa clase que interpuso el INSS contra
la sentencia dictada por el Juzgado de
lo Social núm. 3 de Barcelona el día
31 de enero de 2007 y confirmamos,
por ende, la sentencia de la instancia,
sin expresa imposición de costas. Por
lo expuesto, en nombre de S. M. El
Rey y por la autoridad conferida por
el pueblo español.

FALLO

Estimamos el recurso de casa-
ción para unificación de doctrina
interpuesto por el Letrado D. Jau-
me Cortes Izquierdo en nombre y
representación de Dª Elsa contra la
sentencia dictada el 7 de julio de
2008 por la Sala de lo Social del
Tribunal Superior de Justicia de
Cataluña, en recurso de suplica-
ción núm. 3753/07, interpuesto
contra la sentencia de fecha 31 de
enero de 2008, dictada por el Juz-
gado de lo Social núm. 3 de Barce-
lona, en autos núm. 728/06, segui-
dos a instancias de Dª Elsa contra

el Instituto Nacional de la Seguri-
dad Social sobre incapacidad per-
manente. Casamos y anulamos la
sentencia recurrida y resolviendo
el debate planteado en suplicación
desestimamos el recurso de esa
clase que interpuso el INSS contra
la sentencia dictada por el Juzgado
de lo Social núm. 3 de Barcelona
el día 31 de enero de 2007 y con-
firmamos la sentencia de la instan-
cia. Sin costas.

Devuélvanse las actuaciones al
Órgano Jurisdiccional de proceden-
cia, con la certificación y comunica-
ción de esta resolución.

Así por esta nuestra sentencia, que
se insertará en la Colección Legisla-
tiva, lo pronunciamos, mandamos y
firmamos. Aurelio Desdentado Bo-
nete.- Jesús Gullón Rodríguez.- Je-
sús Souto Prieto.- María Luisa Sego-
viano Astaburuaga.- José Manuel
López García de la Serrana.

Publicación.- En el mismo día de la
fecha fue leída y publicada la anterior
sentencia por el Excmo. Sr. Magistra-
do D. José Manuel López García de la
Serrana hallándose celebrando Au-
diencia Pública la Sala de lo Social del
Tribunal Supremo, de lo que como Se-
cretario de la misma, certifico.
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